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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



TERCERA SESIÓN  DEL SEGUNDO PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES.

PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

19 de Agosto de 2015. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Buenos días.   

Vamos a dar inicio a esta Tercera  Sesión del Segundo Período Extraordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado. 

Se solicita a las Diputadas y Diputados que registremos nuestra asistencia mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  sírvase informar sobre el número de integrantes del Pleno que estamos presentes y si existe quórum para el desarrollo de la sesión,  no sin antes informar que las Diputadas Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga y Sonia Villarreal Pérez, así como el Diputado Javier Díaz González no asistirán a la presente sesión por causa justificada. 
Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis.: 

Diputada Presidenta,  están presentes 17 integrantes de esta Legislatura,  por lo que existe quórum legal para la sesión. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Gracias Diputada. 

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben en la misma. 

Cumplido lo anterior, a continuación le solicito al Diputado Secretario Sergio Garza Castillo, se sirva dar lectura al Orden del Día propuesta para el desarrollo de esta sesión. 

Diputado Secretario  Sergio Garza Castillo: 

Orden del día de la Tercera Sesión del Segundo Período Extraordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

19 de agosto de 2015.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados que integran la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Lectura, Discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión.

3.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.


4.- Segunda lectura de una Iniciativa de Decreto por el cual se modifican y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Contabilidad Gubernamental, planteada por el Gobernador del Estado.

5.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de un Dictamen de Reforma Constitucional, con el sentir de los Ayuntamientos, presentado por la Comisión Especial encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político Electoral, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia Político-Electoral, planteada por el Gobernador del Estado.

6.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado, en Materia de Feminicidio, planteada por el Gobernador del Estado.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una  Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de establecer que la edad mínima para contraer matrimonio será de 18 años y la prohibición del matrimonio de personas menores de esa edad, planteada por el Gobernador del Estado.

C.-  Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte, con  relación a una Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado y del Código Penal del Estado.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado por la que reforman diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contrataciones de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforman y adicionan diversos Artículos de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier Díaz González, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

7.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.

Diputada Presidenta, cumplida la lectura del Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Gracias Diputado. 

Se somete a consideración el Orden del Día que se dio a conocer.  Alguna Diputada o Diputado que desee participar. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación el Orden del Día que se puso a consideración en los términos propuestos. 

Solicito a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitan su voto. 

Diputado Secretario Sergio Garza Castillo, le solicito tome nota e informe sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario  Sergio Garza Castillo: 

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión, en los términos en que fue presentado. 

Asimismo,  esta Presidencia informa que el Diputado José Armando Pruneda Valdez, no asistirá a esta sesión por causa justificada y se ha incorporado  Jesús de León Tello a fin de que se registre su asistencia. 

A continuación,  le solicito a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  se sirva dar lectura a la Minuta de la sesión anterior. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Con su permiso. 

MINUTA DE LA SEGUNDA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO Y SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 10 MINUTOS, DEL 14 DE AGOSTO DEL AÑO 2015, Y ESTANDO PRESENTES 21 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DIO INICIO LA SEGUNDA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA.

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE TRATARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

3.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA SOLICITUD DEL COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO, PARA QUE SE INCORPORARA EN EL SEGUNDO PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONE, EL TRÁMITE LEGISLATIVO DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE PROYECTOS PARA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

4.- SE DIO SEGUNDA LECTURA AL DICTAMEN DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE LA ARMONIZACIÓN DE NUESTRA LEGISLACIÓN ESTATAL CON LA FEDERAL, EN MATERIA POLÍTICO ELECTORAL, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, DEROGAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA PUSO A DISCUSIÓN DICHO DICTAMEN PRIMERO EN LO GENERAL, PARTICIPANDO A FAVOR LAS DIPUTADAS LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ, Y LARIZA MONTIEL LUIS, Y EL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ. AL TÉRMINO DE LAS PARTICIPACIONES, LA PRESIDENCIA PUSO A VOTACIÓN DEL PLENO, EL DICTAMEN EN LO GENERAL, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS. 

ACTO SEGUIDO, LA PRESIDENCIA PUSO A DISCUSIÓN EL REFERIDO DICTAMEN, AHORA EN LO PARTICULAR, PARTICIPANDO LOS DIPUTADOS JESÚS DE LEÓN TELLO, CON LA RESERVA DE LOS ARTÍCULOS 30, 33, 35, Y EL 158-K PARA ADICIONAR UN ARTICULO NOVENO TRANSITORIO, LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, SE RESERVÓ EL ARTÍCULO 59, CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, SE RESERVÓ EL ARTICULO 58, ANA ISABEL DURAN PIÑA, SE RESERVÓ EL ARTICULO 28, JAVIER  DÍAZ GONZALES, SE RESERVÓ LOS ARTÍCULOS 36, 44, 51, 67 FRACC. XV, 78 Y 193, Y FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ LA TOTALIDAD DE LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS. AL TÉRMINO DE LAS PROPUESTAS DE MODIFICACIÓN DE LOS ARTÍCULOS RESERVADOS CON ANTERIORIDAD, LA PRESIDENCIA PUSO A VOTACIÓN DEL PLENO, CADA UNO DE LOS ARTÍCULOS RESERVADOS QUEDANDO DE LA SIGUIENTE MANERA: 

ARTÍCULO 30, RECHAZADO POR MAYORÍA DE VOTOS.

ARTÍCULO 33, RECHAZADO POR MAYORÍA DE VOTOS.

ARTÍCULO 35, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTÍCULO 158- K, CON RELACIÓN A ADICIONAR UN ARTÍCULO 9 NOVENO TRANSITORIO, RECHAZADO POR MAYORÍA DE VOTOS.

LA PRESIDENCIA INFORMÓ AL PLENO QUE A PETICIÓN DE LAS DIPUTADAS GUTIÉRREZ BURCIAGA Y MORALES SALAZAR, RETIRABAN SU PROPUESTAS DE MODIFICACIÓN A LOS ARTÍCULOS 59 Y 58 REPECTIVAMENTE.

ARTÍCULO 28, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTICULO 36 FRACC. IV, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTÍCULO 44, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTÍCULO 51, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTICULO 67, FRACC. XV, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTÍCULO 78, APROBADO POR UNANIMIDAD.

ARTÍCULO 193, APROBADO POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

ARTÍCULOS 1° Y 2°  TRANSITORIOS, APROBADOS POR MAYORÍA DE VOTOS.

ARTÍCULOS 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° Y 9°, APROBADOS POR UNANIMIDAD DE VOTOS.

AL CONCLUIR LA VOTACIÓN DE LOS ARTÍCULOS RESERVADOS EN LO PARTICULAR, LA PRESIDENCIA DECLARÓ APROBADO EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, EL DICTAMEN QUE CONTIENE EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, DEROGAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL, ORDENANDO QUE DEBERÁ PROCEDERSE A LA PUBLICACIÓN DE ESTA REFORMA CONSTITUCIONAL, ASÍ COMO SU ENVIÓ A LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO PARA QUE RESUELVAN SOBRE SU APROBACIÓN.

5.- SE DIO SEGUNDA LECTURA AL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE REFORMA AL ARTÍCULO 155 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SOBRE PROHIBICIÓN EXPRESA DE LA PENA DE MUERTE Y OTRAS PENAS QUE ATENTAN CONTRA LA DIGNIDAD HUMANA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA PUSO A CONSIDERACIÓN DEL PLENO DICHO DICTAMEN, PRIMERO EN LO GENERAL, Y LUEGO EN LO PARTICULAR, APROBÁNDOSE EN AMBOS CASOS POR UNANIMIDAD DE VOTOS, ORDENANDO QUE DEBERÁ PROCEDERSE A LA PUBLICACIÓN DE ESTA REFORMA CONSTITUCIONAL, ASÍ COMO SU ENVIÓ A LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO PARA QUE RESUELVAN SOBRE SU APROBACIÓN.

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO Y DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO.

7.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA UNA REFORMA A LOS ARTÍCULOS 1 Y 70 DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2015, EL CUAL SE APROBÓ MEDIANTE DECRETO 727 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO, EL 26 DE DICIEMBRE DE 2014.

8.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LAS  COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE TORREÓN, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA UNA REFORMA AL DECRETO 629 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO, DE FECHA 5 DE DICIEMBRE DE 2014, EN EL CUAL SE AUTORIZÓ CELEBRAR UN CONTRATO DE CONCESIÓN PARA EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO A FAVOR DE LA CONCESIONARIA DE ALUMBRADO DE TORREÓN, S.A. DE C.V.

EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS LEGISLADORES QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, PRESENTÁNDOSE FINALMENTE LA TOTALIDAD DE LA LEGISLATURA.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR CONCLUIDA LA SESIÓN, SIENDO LAS 16:00 HORAS, CON 19 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LA TERCERA SESIÓN DEL PERIÓDO EXTRAORDINARIO, A LAS 9:00 HORAS DEL 19 DE AGOSTO DE 2015.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 14 DE AGOSTO DEL AÑO 2015
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA.

PRESIDENTA DEL SEGUNDO PERIODO EXTRAORDINARIO.

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.
	DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES.

	SECRETARIO
	SECRETARIO


Es cuanto, Diputada. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Se somete a consideración la Minuta de la sesión anterior.  Si alguien desea intervenir, sírvase manifestarlo. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la Minuta de la sesión anterior.  Diputada.

Solicita el uso de la voz la Diputada Lariza Montiel Luis,  ¿El sentido de su intervención, Diputada? -Para una inclusión-. Adelante. 

Diputada Lariza Montiel Luis:

Muchas gracias, Diputada Presidenta. 

Buenos días Diputadas y Diputados. 

Únicamente para solicitar que en la Minuta respectiva se asiente la participación de su servidora en el dictamen relativo a la modificación del decreto 629 presentado por las Comisiones Unidas de Hacienda y de Finanzas. 

Muchas gracias. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia toma nota a fin de que se lleve a cabo la modificación correspondiente. 

No habiendo más intervenciones se somete a votación la Minuta de la sesión anterior. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es de 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Se aprueba por unanimidad la Minuta de la sesión anterior en los términos en que fue presentada. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario Sergio Garza Castillo, se sirva dar segunda lectura a la iniciativa de decreto por el cual se modifican y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y otros ordenamientos en materia de Contabilidad Gubernamental planteada por el Gobernador del Estado. 

Diputado Secretario    Sergio Garza Castillo:

Gracias,  Diputada Presidenta. 

INICIATIVA DE DECRETO POR EL CUAL SE MODIFICAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ. 
El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II, 82 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 152 fracción II y 153 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa con proyecto de decreto, al rubro indicada, al tenor de la siguiente: 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 7 de mayo de 2008, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el decreto que adiciona la fracción XXVIII al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el cual se otorga al Congreso de la Unión la facultad de normar los elementos en materia de Contabilidad Gubernamental, con la finalidad de armonizar el registro contable, cuentas públicas y la información financiera, programática y presupuestal de los tres órdenes de gobierno. 

En cumplimiento a este mandato Constitucional, el Congreso de la Unión promulgó la Ley General de Contabilidad Gubernamental, mediante la cual se ponen las bases para la armonización contable nacional, estableciéndose que es una ley de observancia obligatoria aplicable para los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial tanto del ámbito federal como local, así como para las entidades de la administración pública paraestatal federal, estatal o municipal, y las entidades que gozan de autonomía constitucional.

El artículo 7 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental dispone que los entes públicos adoptarán e implementarán, con carácter obligatorio, en el ámbito de sus respectivas competencias, las decisiones que tome el Consejo Nacional de Armonización Contable, por su parte varios de los acuerdos emitidos por dicho Consejo establecen, que de conformidad con los artículos 1 y 7 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, los gobiernos de las entidades federativas deberán adoptar e implementar las decisiones del Consejo Nacional de Armonización Contable, vía la adecuación de sus marcos jurídicos, lo cual podría consistir en la eventual modificación de leyes o disposiciones administrativas de carácter local, según sea el caso.

La información financiera del sector público es necesaria para mantener la disciplina fiscal, tomar decisiones sobre la asignación de recursos, optimizar la eficiencia operativa e incrementar la transparencia sobre el uso del erario público. Para que la información financiera sea una herramienta útil de mejoramiento de la calidad y eficiencia del gasto público en el Estado de Coahuila de Zaragoza, es necesario que sea comprensible, comparable, oportuna, completa y confiable; siendo la modificación del marco jurídico estatal para la obtención de la debida armonía con la Ley General de Contabilidad Gubernamental, entendida como la modernización y uniformidad de criterios de registro y presentación de información presupuestaria y contable del sector público, la manera en que el estado busca alcanzar dichos atributos

Para llevar a cabo la armonización contable, se requiere de la revisión, reestructuración y compatibilización de los modelos contables vigentes a nivel nacional, a partir de la adecuación y fortalecimiento de las disposiciones jurídicas que las rigen, de los procedimientos para el registro de las operaciones, de la información que deben generar los sistemas de contabilidad gubernamental y de las características y contenido de los principales informes de sus cuentas públicas.

Mediante la armonización del marco jurídico estatal con la Ley General de Contabilidad Gubernamental, se pretende lograr generar información confiable y oportuna para apoyar la toma de decisiones en materia de contabilidad gubernamental, homologar la estructura de la información financiera entre los tres ámbitos de gobierno, dar seguimiento paso a paso al origen y aplicación de los recursos públicos, estandarizar los procedimientos de la gestión y administración de los recursos, fortalecer y facilitar la rendición de cuentas, profundizar e impulsar la transparencia, Inhibir prácticas ilícitas y combatir la corrupción, impulsar la rendición de cuentas, contar con un sistema contable homogéneo y comparable, obteniendo así una economía atractiva para cualquier inversionista nacional o extranjero, hecho que repercutirá favorablemente en mejorar las finanzas del gobierno estatal.

El Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de estar en posibilidades de una adecuada implementación de las disposiciones establecidas en la Ley General de Contabilidad así como de las decisiones que tome el Consejo Nacional de Armonización Contable, tiene a bien proponer las modificaciones de diversos ordenamientos jurídicos con objeto de fortalecer y armonizar el marco jurídico estatal respecto de las disposiciones contenidas en la Ley General de Contabilidad Gubernamental, así como de las disposiciones y normatividad emitida y aprobada por el Consejo Nacional de Armonización Contable, por lo cual se propone la modificación de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza:

Siendo la Constitución Política del Estado, el ordenamiento fundamental en que se proclaman los fines primordiales del estado, es de vital importancia que se encuentre prevista en ésta, la facultad del Poder Ejecutivo, de emitir lineamientos y normatividad aplicable a la contabilidad gubernamental; así mismo asentando en las atribuciones del Poder Legislativo en lo relativo a la exanimación, discusión y aprobación de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos, que estos sean armonizados con la Ley General de Contabilidad Gubernamental, obteniendo así las bases jurídicas dentro del estado para la emisión de normatividad en concordancia con la citada ley general, logrando una debida armonización entre ésta y la legislación local. Por lo anterior se propone modificar  la fracción XXXIII del artículo 67, así como en el artículo 82 modificar la fracción XXIX y adicionar la XXX de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
Por lo anteriormente expuesto, se ha tenido a bien someter a consideración el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se modifican los artículos 67 en la fracción XXXIII y la fracción XXIX del 82; se adiciona la fracción XXX al 82, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 67. …

I a XXXII…

XXXIII. Examinar, discutir y aprobar anualmente la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado, los cuales deben estar armonizados con la Ley General de Contabilidad Gubernamental, discutiendo primero los ingresos que deben decretarse para cubrir el ejercicio presupuestal, tomando en cuenta, entre otros elementos, los informes de la entidad de fiscalización superior.

XXXIV a LI…

Artículo 82. Son facultades del Gobernador:

I a XXVIII…

XXIX. Emitir lineamientos y normatividad aplicable a la contabilidad gubernamental.

XXX. Las demás que expresamente le concedan las Leyes.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Dado en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los quince días del mes de julio de 2015.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN
EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

	EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ
	EL SECRETARIO DE FINANZAS

ISMAEL EUGENIO RAMOS FLORES


Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, se dispone que esta Iniciativa se turne a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública para efectos de estudio y dictamen. 

Solicito a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis, se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión Especial encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral consignada en el Punto 5 del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

DICTAMEN de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de decreto por el que se reforman diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral,  le fue turnado el expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante oficio de fecha 14 de agosto del año en curso Proyecto de Decreto  por el que se reforman diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción VI, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que se comunicó a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; recibiéndose la opinión de los Ayuntamientos de Abasolo, Allende, Arteaga, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Escobedo, Francisco I. Madero, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, Lamadrid, Matamoros, Múzquiz, Nava, Ocampo, Piedras Negras, Progreso, Ramos Arizpe, Sacramento, San Buenaventura, San Juan de Sabinas, San Pedro, Sierra Mojada, Torreón y Viesca, quienes emitieron su voto a favor de la reforma dentro de dicho plazo. Consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por el artículo 196 fracción V de la Constitución Local, debe procederse a la declaración del Congreso con el sentir  afirmativo de la mayoría absoluta de los Ayuntamientos.

SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a esta comisión Dictaminadora, para que emitiera el dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, analizado el expediente de referencia y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

       I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
SEGUNDO.-Que en la sesión celebrada el día 14 de agosto del 2015, el Pleno del Congreso aprobó la reforma  para modificar diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor literal siguiente:          
DICTAMEN

ÚNICO.- Se reforma, el numeral 1, los incisos a), f), h), i) del numeral 3, el párrafo primero del numeral 5, con los incisos b), c), d) y g) del mismo numeral así como el numeral 6 del Artículo 27, el párrafo tercero y cuarto del Artículo 30, el párrafo segundo y tercero del Artículo 33, el segundo párrafo del Artículo 36, el Artículo 44, el segundo párrafo del Artículo 51, las facciones V, XV, XVII y XVIII del Artículo 67, el primero y segundo párrafos del Artículo 78, el párrafo primero y la fracción primera del Artículo 135, el párrafo cuarto y quinto del Artículo 136, los párrafos primero y último del Artículo 138, el párrafo segundo del Artículo 143, el párrafo primero del Artículo 146, las fracciones II y III del Artículo 158-K, el tercer párrafo del Artículo 193, las fracciones I y II del Artículo 196 y el Artículo 197; Se adiciona, los dos últimos párrafos a la fracción I del Artículo 19, el inciso j) al numeral 3 del Artículo 27, un último párrafo al Artículo 28, un párrafo último al Artículo 33 y tres párrafos al Artículo 35; Se deroga, el numeral  4 y el inciso e) del numeral 5 del Artículo 27, la fracción segunda del Artículo 73, la fracción segunda del Artículo 135, y el Aparatado A del Artículo 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 19.… 

I. … 

…

…
Las candidaturas independientes se sujetarán a los requisitos, condiciones y términos que determine esta Constitución y la legislación electoral del Estado, en especial para garantizar la transparencia, legalidad y fiscalización en el origen y ejercicio de los recursos. En todo caso, las disposiciones relativas a los partidos políticos, en los procesos electorales, serán aplicables a las candidaturas independientes con las modalidades específicas que la ley señale. 

Los coahuilenses podrán ejercer su derecho a votar, aun estando en territorio extranjero, acorde a las disposiciones legales en la materia. 

II. a IV. …

Artículo 27. … 

1. Las elecciones ordinarias se celebrarán el primer domingo de junio del año que corresponda. 

2. … 

3. … 

a) La ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, o para la inscripción del mismo ante la autoridad electoral estatal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral, los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden; 

b) …

c) … 

d) … 

e) … 

f) Los partidos políticos tendrán derecho al uso permanente de los medios de comunicación social; su acceso a radio y televisión, durante los procesos electorales, se realizará en los términos establecidos por el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes Generales en la materia. 

g) … 

h) La ley establecerá los plazos para la realización de los procesos partidistas de selección y postulación de candidatos a cargos de elección popular, así como las reglas para las precampañas y campañas electorales;
i) En la postulación y registro de candidatos a diputados del Congreso del Estado, los partidos garantizarán la paridad. Las autoridades electorales realizarán las acciones a efecto procurar la paridad en la integración del Congreso al realizar la asignación de los diputados de representación proporcional. 

En la postulación y registro de los candidatos a integrar los ayuntamientos, los partidos políticos garantizarán la paridad horizontal y vertical, para el registro de candidatos de mayoría y representación proporcional. Las autoridades electorales realizarán las acciones a efecto de salvaguardar la paridad en la integración del Ayuntamiento al realizar la asignación de representación proporcional.

j) Los Partidos Políticos tienen derecho a participar en las elecciones estatales y municipales. Los Partidos Políticos Locales que no alcancen el 3 % del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo y Legislativo les será cancelado su registro.
4. Se deroga.

5.La organización de las elecciones, plebiscitos y referendos, es una función estatal encomendada a un Organismo público Local Electoral denominado Instituto Electoral de Coahuila dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan los partidos políticos y los ciudadanos. El Instituto se regirá por las siguientes normas y lo que establezca la ley;

a) …

b) La certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad serán principios rectores de su desempeño;

c) Contará en su estructura con los órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia que señale la ley. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se integrará por un consejero presidente y seis consejeros electorales; concurrirán con voz y sin voto los representantes de los partidos políticos y el Secretario Ejecutivo. El Secretario Ejecutivo será  designado por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes del Pleno del Congreso a propuesta del Consejo General, durará en su encargo seis años y podrá ser ratificado por una sola vez en los términos que disponga la ley; Tendrá un Contralor interno con autonomía de gestión; designado por el Congreso del Estado, con el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes de conformidad con las reglas y el procedimiento establecidos por la ley; durará en su encargo seis años y podrá ser ratificado por una sola vez.
d) Tendrá a su cargo, de manera integral y directa, todas las actividades relativas a la organización y desarrollo de los procesos electorales locales, de los plebiscitos y referendos; los cómputos, declaración de validez y otorgamiento de constancias en las elecciones de Gobernador, diputados y ayuntamientos; la fiscalización de los recursos de los partidos políticos, cuando el Instituto Nacional le delegue esta función, el seguimiento de los compromisos de campaña de los candidatos mediante la emisión de informes anuales con fines meramente informativos y sin efecto vinculatorio alguno, y las demás que señale la ley;

e) Se Deroga

f)  ….
g) El Instituto Electoral de Coahuila contará con una oficialía electoral investida de fe pública, para actos de naturaleza electoral cuyas atribuciones y funciones serán reguladas por las leyes generales en la materia y las demás disposiciones aplicables. El Instituto contará para su funcionamiento permanente con un servicio profesional electoral. El Instituto Nacional Electoral regulará la organización y funcionamiento de este Servicio, el cual comprende la selección, ingreso, capacitación, profesionalización, promoción, evaluación, rotación, permanencia y disciplina, de los servidores públicos de los órganos ejecutivos y técnicos del Instituto.
 6. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales y los relativos a plebiscitos y referendos, la ley establecerá un sistema de medios de impugnación del que conocerá el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza. En materia electoral la interposición de los medios de impugnación no producirá efectos suspensivos sobre la resolución o el acto reclamado. El Tribunal Electoral será órgano permanente, autónomo y máxima autoridad jurisdiccional electoral. Se integrará por tres Magistrados, que durarán en su encargo 7 años y cuya designación se realizará de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes en la Materia.

7. …

Artículo 28. …

...

Para garantizar la paridad de género, las listas de candidatos a integrantes de los ayuntamientos que presenten los Partidos Políticos, se registrarán en segmentos conformados por los municipios en los términos que señale la ley. La lista alternará los candidatos de distinto género, hasta agotar la lista correspondiente iniciando en el candidato o candidata a presidente municipal. 

Artículo 30. … 

…

Los Diputados del Congreso del Estado, podrán ser electos hasta por cuatro periodos consecutivos. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. 

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los Ayuntamientos, electos popularmente por elección directa, así como las personas que por elección indirecta, por nombramiento o designación de alguna autoridad desempeñen las funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé o las que integren un Concejo Municipal, podrán ser electas para el período inmediato.
Artículo 33. ….
Por cada diputado propietario, deberá elegirse un suplente en los términos que establezca la ley. Las fórmulas para Diputados al Congreso del Estado que registren los Partidos Políticos, tanto en el caso de mayoría relativa, como de representación proporcional, estarán compuestas cada una por un Propietario y un Suplente ambos del mismo género. La Lista de Representación Proporcional de Diputados al Congreso del Estado, se integrarán alternando las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar la lista. 

En el caso de candidatos de mayoría relativa al Congreso del Estado, y con objeto de garantizar la paridad de género, la mitad de los distritos se integrará con candidatos de un género diferente. En ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que a alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral anterior.

En el caso de candidatos independientes que se registren para contender por el principio de mayoría relativa, la fórmula de propietario y suplente, deberá estar integrada por el mismo género.

Artículo 35. …
…

I. a V. …

VI. ...

En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. 

Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento.

Asimismo, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.

Artículo 36. …

I a III. …

IV. No ser Secretario de la Administración Pública Estatal, Procurador General de Justicia del Estado, Magistrado del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero, o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titular de algún organismo descentralizado, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto Electoral de Coahuila, ni Magistrado o Secretario del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

Artículo 44. Para que los diputados se consideren legalmente electos, al declararse válidas las elecciones, deberán recibir del Instituto Electoral de Coahuila, el documento oficial que los acredite con esa calidad.

Artículo 51. …

Los diputados electos que concurran a la instalación del Congreso del Estado, exhortarán a los ausentes para que en un plazo de tres días se presenten, con la advertencia de que, si no lo hiciesen sin causa justificada, se entenderá por ese sólo hecho que no aceptan su encargo, llamándose luego a los suplentes, los que deberán presentarse en un plazo igual y si tampoco lo hiciesen, se declarará vacante el cargo. En este último caso, el Instituto Electoral de Coahuila convocará a nuevas elecciones, cuando así proceda.

…

…

Artículo 67. … 
I. a IV. … 
V. Designar a los integrantes del organismo público autónomo a que se refiere la fracción VII. del artículo 7º de esta Constitución, con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley. 

VI. a XIV. … 

XV. Recibir para su conocimiento las declaratorias de validez de las elecciones de gobernador, diputados y miembros de los Ayuntamientos, que emita el Instituto Electoral de Coahuila. 

XVI. …

XVII. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes. 

Igualmente, ratificar, el nombramiento que el titular del ejecutivo haga del Procurador General de Justicia del Estado y, en su caso, acordar su remoción, siempre que concurra alguna de las causales de procedencia previstas en esta Constitución y leyes aplicables.

XVIII. Conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del Gobernador, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso- Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales; 

XIX. a LI. …

Artículo 73. …
I. ...
II. Se deroga.

a VIII. …

Artículo 78. En caso de falta absoluta del Gobernador del Estado, que ocurra durante los tres primeros años del período constitucional correspondiente, el Congreso del Estado se constituirá inmediatamente en Colegio Electoral y con la concurrencia de cuando menos las dos terceras partes del total de sus miembros nombrará, en escrutinio secreto y por mayoría absoluta de votos, un Gobernador Interino. El Instituto Electoral de Coahuila, dentro de los noventa días siguientes al de la designación del Gobernador Interino, expedirá la convocatoria para la elección del Gobernador que deba concluir el período, debiendo precisar en la misma, la fecha en que habrá de celebrarse dicha elección.

Si el Congreso no estuviere en sesiones, la Diputación Permanente nombrará desde luego un Gobernador Provisional y convocará a sesiones extraordinarias al Congreso, para que éste, a su vez, designe al Gobernador Interino. El Instituto Electoral de Coahuila deberá convocar a elecciones en los términos del párrafo anterior.

…

Artículo 135. El poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos judiciales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.

…

I.- 
De quince años, para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia;

II.- 
Se deroga.

III.- 
…
…

…  

Artículo 136. ...

 …

 … 

Los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito no integrarán el Pleno.

La competencia, procedimientos, organización del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, de los juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución.

A. Se deroga.
I. a XII. Se deroga.

B. …

C. ...

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere: 

I. a VI …
Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Artículo 143. … 

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Distrital y un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos. Los Presidentes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, formarán parte siempre del Consejo con voz, pero sólo tendrán voto cuando se trate de asuntos relativos a los Tribunales que presiden.

… 

… 

...

… 

… 

...

Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de cinco días. 

… 

…

…

…

Artículo 158-K. ... 

… 

I. ... 

II. La elección consecutiva será permitida en los términos del artículo 30 de esta Constitución por un período adicional.
III. Se renovará en su totalidad cada tres años.

III. a VII. …

Artículo 193. …

…

El Instituto Electoral de Coahuila, convocará a elecciones dentro de los noventa días siguientes al que asumió el cargo el gobernador provisional conforme al párrafo que antecede. En todo caso, el gobernador provisional no podrá ser electo para el período para el cual haya convocado el Instituto conforme a este párrafo.

…

…

Artículo 196. … 

I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días naturales. 

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días naturales.

III. a VII. …

Artículo 197. Para cumplir con lo que se previene en la fracción V del artículo que precede, el Congreso después de haber cumplido los requisitos que consignan las fracciones anteriores a la citada, mandará a cada Ayuntamiento del Estado, una copia del expediente a que se refiere la fracción IV de esta misma disposición, señalándoles, asimismo, que deberán emitir su voto, para los efectos legales correspondientes. 

Una vez que se reciba el voto favorable de la mayoría absoluta de los Ayuntamientos de los Municipios, se podrá proceder a la formulación y presentación del dictamen a que se refiere la fracción VI del artículo anterior, así como a hacer la declaración que se señala en la fracción VII de la misma disposición.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes.

SEGUNDO.- Los ayuntamientos que se elijan el primer domingo de junio de 2017 durarán en su encargo del 1 de enero al 31 de diciembre de 2018. 
TERCERO.- Con la entrada en funciones  de los Consejeros Electorales nombrados por el INE, se extingue el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, sustituyéndose  por el Instituto Electoral de Coahuila.  Los recursos humanos, financieros y materiales pasarán a la Secretaría de Finanzas, quien dotará al nuevo organismo el presupuesto necesario para el desempeño de sus funciones. La extinción no tendrá efecto alguno sobre los trámites o procedimientos que se encuentren pendientes ante el Instituto. 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, a la entrada en vigor del presente Decreto, el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila realizará los trámites necesarios para la entrega de los recursos humanos financieros y materiales a las instancias correspondientes.

CUARTO.- Todas las referencias que, en disposiciones legales o administrativas, se hagan al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, se entenderán hechas al Instituto Electoral de Coahuila.

QUINTO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 27 numeral 6; 67 fracciones XVII y XVIII, 135,136 párrafos cuarto y quinto, así como el apartado A del mismo artículo, y a los artículos 138,143 y 146 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, serán aplicables en la misma fecha en que entren en funciones los magistrados electorales locales designados por el Senado de la República. Los magistrados del Tribunal Electoral del Estado continuarán en funciones hasta en tanto el Senado de la República realice los nombramientos. La mencionada designación deberá hacerse de manera escalonada, de tal forma que, el primero de los magistrados dure en el encargo siete años, el segundo de ellos  cinco y el último tres.
Los recursos humanos financieros y materiales del Tribunal Electoral del Poder Judicial pasarán a la Secretaría de Finanzas del Estado, ésta proveerá al nuevo tribunal electoral del presupuesto necesario para su funcionamiento de conformidad con  esta Constitución  y las demás  disposiciones aplicables. La extinción del Tribunal no tendrá efecto alguno sobre los juicios  y trámites que se encuentren pendientes ante el Tribunal. 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, a la entrada en vigor del presente Decreto, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de Coahuila realizará los trámites necesarios para la entrega de los recursos humanos financieros y materiales a las instancias correspondientes.

SEXTO.- Las modificaciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones relacionadas con el Tribunal Electoral se realizarán en un plazo no mayor a 60 días contados a partir de la designación de los magistrados en la materia.

SÉPTIMO.- Las modificaciones al Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se realizarán en un plazo no mayor a 60 días contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.

OCTAVO.- El Congreso del Estado contará con un plazo de 120 días a partir de la entrada en vigor del Presente Decreto para emitir la Ley que sustituirá la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza publicada en el Periódico Oficial el viernes 16 de noviembre de 2001.

NOVENO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al Presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello,  Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pamanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Verónica Martínez García, Dip. Javier Díaz González, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren, Dip. Antonio Nerio Maltos, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 12 de agosto de 2015.
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Esta cumplida la lectura del dictamen, Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es de 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Le solicito al Diputado Secretario Sergio Garza Castillo, se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia consignado en el Punto 6 A del Orden del Día.

Diputado Secretario Sergio Garza Castillo:

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 1 del mes de julio del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los Derechos Humanos, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los Derechos Humanos, la Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez,  la cual propone la reforma del Artículo 336 BIS 1 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 104, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre Y Soberano de Coahuila de Zaragoza, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto por el que se reforma del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez, la cual propone la reforma del   artículo 336 BIS 1, referente al delito de feminicidio, se basa en la siguiente:  
E  X  P  O  S  I  C  I  Ó  N   D  E   M  O  T  I  V  O  S

La violencia contra las mujeres tiene distintas manifestaciones según las condiciones de modo, tiempo y lugar en las que se lleva a cabo. Frente a ella, los sistemas de justicia han respondido de forma diversa por múltiples factores: primero, la incomprensión de la magnitud de estos hechos como consecuencia de los patrones culturales patriarcales y misóginos en los que se encuentra inmersa la sociedad, segundo, la excesiva burocratización de los procedimientos legales y tercero las dificultades para investigar las complejas modalidades de esta violencia.”

La violencia intrafamiliar y los homicidios de mujeres a mano armada, se han expandido a todas las sociedades y se suman a otras expresiones de violencia contra las mujeres como lo son la trata de personas con fines de esclavitud y explotación sexual, la feminización de la pobreza, las derivadas del crimen organizado y el feminicidio vinculado, así como al gran incremento del número de mujeres a las que les han sido violentados sus derechos humanos. 

Es preocupante el número y la brutalidad con la que diariamente mueren las mujeres así como la impunidad social que se produce alrededor de esos hechos. En respuesta a esa crisis de violencia y ante el clamor de las organizaciones de mujeres en diversos foros, se han promulgado una serie de instrumentos legales de carácter mundial, regional y nacional con el fin de que la sociedad y los Estados asuman su deber ético-político y jurídico de prevenir y erradicar cualquier forma de amenaza y afectación a los derechos humanos de las mujeres.

A nivel mundial, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó en 1979 la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). En esta Convención los Estados se obligaron a tomar una serie de medidas y acciones tendientes a lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer en diversas materias. En el artículo 3 de la CEDAW se establece “la obligación de los Estados de tomar medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales. “

A nivel regional, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos aprobó en 1994, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. En este instrumento se establece el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia tanto en el ámbito público como en el privado; además se estableció que toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre la materia. Asimismo, los Estados asumieron la obligación de legislar para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Los países de América Latina y el Caribe, han aprobado leyes que desarrollan los principios contenidos en las normas internacionales sobre protección y promoción de los derechos de las mujeres. 

En virtud de lo anterior, en la década de los años 90, los países  latinoamericanos, en sus leyes de primera generación comenzaron a establecer estas medidas de protección las cuales no eran propiamente penales, pero si coercitivas para proteger a las mujeres frente a los hechos de violencia que se generan en el ámbito familiar, doméstico, entre otros. Estas reformas fueron un parte aguas, ya que a partir de ellas se judicializó la lucha contra tales manifestaciones de violencia. 

Posteriormente en las normas de segunda generación, se regula la violencia contra la mujer tanto en el ámbito privado como en el público. En estas leyes se penalizan diversos hechos de violencia, de manera que su tipificación  y sanción se traslada de lo civil o familiar al ámbito penal, además se amplía la definición de violencia contra las mujeres incorporando nuevos tipos, tales como la violencia sexual, psicológica, emocional, patrimonial, obstétrica, institucional y laboral. En algunas de ellas se señala la importancia de la atención integral a las víctimas y se obliga al Estado y a sus instituciones a elaborar y ejecutar políticas públicas que prevean y combatan la violencia contra las mujeres; así mismo, se establece un listado amplio de las medidas de protección, se eliminan la mediación y la conciliación como mecanismos de resolución de las controversias, se establecen sanciones más fuertes para el responsable de estos hechos y se prohíbe la aplicación de la exculpación o atenuantes en los delitos graves, así como invocar costumbres o tradiciones culturales o religiosas como causa de justificación de la violencia.

A partir de los avances legislativos que se han producido, y de la discusión pública que se ha generado sobre la situación de discriminación y violencia que sufren las mujeres, los sistemas de justicia penal de algunos países han realizado esfuerzos importantes para implementar políticas públicas y demás estrategias, necesarias para erradicar esta crisis de violencia, así como para capacitar y sensibilizar a los y las operadoras de justicia en materia de género y en el derecho de acceso a la justicia por parte de las mujeres. Estos esfuerzos son importantes pues es a la administración de justicia penal a la que le corresponde investigar y perseguir a los responsables de los delitos contra las mujeres, definir las estrategias y mecanismos adecuados para que estos hechos no queden impunes y se logre, a través de la imposición efectiva y oportuna de sanciones, reparar los daños causados a las víctimas y contribuir a la transformación de la cultura patriarcal y misógina. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha tomado conocimiento de hechos de violencia extrema contra las mujeres, y ha declarado su competencia para conocer de las violaciones a la Convención de Belem do Pará, específicamente sobre la responsabilidad del Estado por el incumplimiento de su deber de garantizar el acceso a la justicia de las mujeres. 

Algunos ejemplos de los pronunciamientos mas importantes de la Corte Interamericana sobre violencia contra las mujeres son los siguientes: Miguel Castro Castro vs. Perú, del 25 de noviembre del 2006, de la Masacre de Las Dos Erres vs. Guatemala, del 24 de noviembre de 2009, el de Fernández Ortega y otros vs. México, del 30 de agosto del 2010, o el de Rosendo Cantú y otras vs. México, del 31 de agosto del 2010. 

Sin duda alguna, destaca la sentencia dictada en el Caso González y otras (Campo Algodonero) vs. México, de fecha 16 de noviembre de 2009, en la cual la Corte analiza de manera amplia, entre otras cosas, el contexto de violencia contra las mujeres que prevalece en Ciudad Juárez, la particular violencia de género en el caso de asesinato de mujeres y la magnitud de la impunidad. Además, se reconoce expresamente la existencia del delito de feminicidio, el cual define con las siguientes expresiones: “homicidio por razones de género”, “también conocida como feminicidio”. En ese fallo también se declara la responsabilidad internacional del Estado por violaciones al derecho a la vida, a la integridad personal y libertad personal de las víctimas, así como su falta de diligencia al investigar estos ilícitos.

En ese orden de ideas, el homicidio y feminicidio son ilícitos contra la vida y conforme a su estructura típica guardan ciertas similitudes, pues el segundo, al tratarse de un tipo especial y derivar del primero, participa en algunos de sus elementos conformadores, como lo es el privar de la vida, sin embargo al ser un delito especial, se incluyen otros componentes que lo distinguen,  y  lo revisten de autonomía con una estructura jurídica unitaria, contenido y ámbito de aplicación propios y marco de punibilidad autónomo, por ejemplo, la calidad específica del sujeto pasivo, pues se requiere que este sea mujer; además que esa privación de la vida debe obedecer a razones de género; a saber, cuando la víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida, etcétera.

En el periodo del 2007 a 2012, México se encontraba por encima de la tasa mundial de homicidios de mujeres, en esos años se cometieron 1,909 en el país, cantidad que significa una tasa de 3 a 6 crímenes por cada 100 mil mujeres. Ubicando a nuestro país en la posición 23, en relación con otros. 

En virtud de los hechos de Ciudad Juárez en 2009, el índice de homicidio de mujeres se disparó y aunado a la crisis de seguridad, el narcotráfico y la violencia creciente en varios estados del país, México se ha convertido en uno de los países más peligrosos para las mujeres en el mundo. 

En el año 2012, la tasa de homicidios de mujeres fue de 4.6 muertes por cada 100 mil. En ese mismo año, el INEGI indicó que hay entidades que superan por mucho a la media del país, como lo son Chihuahua, Guerrero, Tamaulipas, Coahuila o Durango.

Los grupos de edad en donde se registran más muertes de mujeres por homicidio a nivel nacional son en las de las mujeres jóvenes, en el grupo de 20 a 24 y 25 a 29 años.  En el año 2012 se alcanzó la tasa de 6.8 homicidios por cada 100 mil mujeres y se registraron las siguientes estadísticas:

· El 34.7 por ciento correspondieron a mujeres solteras;  el 20.2 por ciento  a mujeres casadas y el 16.2 por ciento  a mujeres en unión libre;

· El 35 por ciento correspondieron a mujeres que se encontraban activas económicamente dentro del mercado laboral; y

· El  68.2 por ciento registraron información sobre la existencia de parentesco del homicida con la víctima.

· El 44 por ciento el agresor era el cónyuge o esposo, el  26 por ciento el padre o la madre, el 23 por ciento otro parentesco (como primo, tío, abuelo) y el 7 por ciento fue alguno de sus descendientes. 

· El 47 por ciento fueron agresiones con disparo de armas de fuego, el 18.7 por ciento agresiones con objeto cortante, el 14.5 por ciento fueron ahorcamientos, estrangulamientos y sofocación. 

· El 49.1 por ciento de los homicidios ocurrieron en la vía pública, y 25.8 por ciento sucedieron en el hogar.

Cabe destacar que las estadísticas de homicidios de mujeres mencionadas anteriormente, fueron determinantes para que el Congreso de la Unión tomara la decisión de tipificar el delito de feminicidio en el Código Penal Federal, ya que este tipo penal no se encontraba regulado antes del año 2012. 

Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) determina que la inclusión del delito de Feminicidio, previsto y sancionado en el artículo 325,  del Código Penal Federal, obedece a la decisión del Estado mexicano de recoger en su legislación interna, los criterios surgidos con motivo de las resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, algunos ya mencionados con anterioridad, que le resultan obligatorios, entre ellos, implementar mecanismos para prevenir, combatir y sancionar el creciente fenómeno de ‘homicidios’ en contra de mujeres por razones de género, de tal manera que la creación legislativa del Feminicidio cumpla con los criterios de objetividad, constitucionalidad, racionalidad y proporcionalidad que justifican el trato diferenciado y de mayor tutela de los bienes jurídicos concernientes a la vida de la mujer y su dignidad, cuando estén en peligro o sean lesionados en ciertas circunstancias. El feminicidio no viola el principio de igualdad jurídica del hombre y la mujer, pues dicho principio debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales.

Así mismo nuestro máximo tribunal establece que: “Con base en los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, cuando se investigue la muerte violenta de una mujer, los órganos investigadores deben realizar su investigación con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método para verificar si existió una situación de violencia o vulnerabilidad en la víctima por cuestiones de género. (…).

En ese contexto,  en el Estado de Coahuila en el año 2012 se registraron  133 casos de homicidios de mujeres, alcanzando una tasa del 9.2 por ciento por cada 100 mil mujeres, ocupando el cuarto lugar a nivel nacional. En razón de estas alarmantes cifras el Gobierno del Estado en cumplimiento del objetivo 4.8 del Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, el cual busca promover acciones que contribuyan a la prevención de la violencia en todas sus formas, la atención de sus víctimas así como el establecimiento de comunidades y ciudades seguras,   presenta la Iniciativa de Reforma al Código Penal para el Estado de Coahuila, para que todo homicidio de mujeres coahuilenses se investigue con perspectiva de género, a fin de determinar si encuadra o no en el tipo penal de feminicidio, y en caso de que este no se configure se atenderá a las reglas aplicables para el  homicidio.

Por ello, esta reforma pretende aumentar la penalidad del delito de feminicidio toda vez, que las mujeres son un grupo vulnerable, por lo tanto la sanción debe ser aun más severa, ya que los homicidios que se cometen contra ellas, presentan un grado de violencia y tortura muchas veces superior  a los que se cometen en contra otros grupos sociales.

Con estas modificaciones se pretende precisar mejor el tipo penal estableciendo circunstancias de modo, tiempo y lugar a fin de que se dé una mayor certeza jurídica, atendiéndose al principio nullum poena sine lege, nulla poene sine crimene y nullum crimen sine poena legali, es decir, “al  principio de legalidad en materia penal que significa  la utilización precisa y cierta de la norma penal, al caso dado, este descarta cualquier tipo de interpretación basada en la costumbre, en el derecho de los jueces y en la analogía con otras leyes. Esto implica que la única fuente del derecho penal es la ley dictada por el órgano legislativo.”

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos coincidimos con el ponente de la iniciativa en que debemos garantizar a las mujeres coahuilenses el respeto de sus derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género,  a través de acciones legislativas contundentes que faculten a los órganos investigadores correspondientes para que investiguen la muerte violenta de  cualquier mujer, con una perspectiva de género, para verificar si efectivamente existió una situación de violencia o vulnerabilidad en la víctima por cuestiones de género.

En razón de lo anterior, es imperante que se modifique el artículo 336 BIS 1 a fin precisar las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en el delito del feminicidio,  y dar mayor certeza jurídica.  Así mismo, coincidimos en que es necesaria el incremento en la pena mínima de 18 a 20 años,  ya que al ser las mujeres un grupo vulnerable, presentan un alto grado de violencia y tortura, en comparación con otros homicidios.

En este contexto, y al igual que el Ejecutivo, compartimos la preocupación por las mujeres coahuilenses y por el peligro al que se enfrentan todos los días. Reconocemos que es obligación nuestra,  brindarles el acceso a la justicia y tutelar sus derechos, a la vida, la libertad, la igualdad, la integridad, al desarrollo pleno de la mujer, y al resto de sus derechos humanos. 

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL  DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma del artículo 336 BIS 1 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 336 BIS 1. FEMINICIDIO. Se aplicará prisión de veinte a cincuenta años y multa, al que prive de la vida a una mujer por razón de género. Se considera que existe razón de género cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

I.- Presente signos de violencia sexual de cualquier tipo, previa o posterior a la privación de la vida de la víctima infligida por el sujeto activo;

II.- Se le haya infligido por el sujeto activo una o más lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes en zonas genitales o en cualquier otra, previa o posteriormente a la privación de la vida;

III.- Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia o discriminación por género en el ámbito familiar, laboral,  o  escolar, del sujeto activo contra la víctima;

IV.- Haya existido entre el sujeto activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza;

V.- El cuerpo sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público, en circunstancias que degraden o menosprecien a la víctima.

Además de la sanción anterior, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.

En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio.

Al servidor público que con motivo de sus funciones y atribuciones conozca del delito de feminicidio y por acción u omisión realice prácticas dilatorias en la procuración y administración de justicia se le impondrán de cinco a diez años de prisión, de quinientos a mil días multa e inhabilitación del cargo o comisión que desempeñe de cinco a diez años.

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.-   El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes  de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los Derechos Humanos de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Diputada Georgina Cano Torralva (Secretaria), Diputado José María Fraustro Siller, Diputado Jesús de León Tello, Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, Diputada Claudia Elisa Morales, Diputada Martha Hortensia Garay Cadena. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de agosto de 2015.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN,  PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISIÓN DE DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS.

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA. (COORDINADORA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES. (SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA.


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. FRANCISCO TOBIAS HERNÁNDEZ.


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO.


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputado. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase manifestarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados, emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputado Secretario Sergio Garza Castillo,  sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Sergio Garza Castillo:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo para su promulgación, publicación y observancia. 

Solicito a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis, se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia consignado en el Punto 6 B del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis.:

Con su permiso. 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de decreto por la que se reforman diversas disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 del mes de agosto del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 82, 83, 84, 90, 104, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basan entre otras en las  consideraciones siguientes:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Hoy en día nuestro país atraviesa por una nueva etapa de significativos avances en materia de derechos humanos, los cuales deben de protegerse de la manera más amplia. Por esta razón mi gobierno ha venido impulsando diversas reformas legislativas a fin de promover el respeto y la observancia de los derechos humanos, así como prevenir las violaciones a los mismos. No obstante, resulta imperante continuar adecuando nuestro marco legal con el objetivo de garantizar mayor protección a los derechos de los coahuilenses.
En este sentido, la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos, en su artículo 2.1, contempla que: “Los Estados tienen la responsabilidad primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear las condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas requeridas para que toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades”.

Se considera que una de las violaciones a los derechos humanos es el matrimonio infantil ya que repercute negativamente en el goce de prerrogativas fundamentales de los niños, niñas y adolescentes como lo es el derecho a la vida, a la dignidad personal, a la salud, la integridad física, la educación y la protección contra situaciones que pongan en riesgo su desarrollo físico y emocional. 

Cada año millones de niñas y niños en el mundo pierden su infancia debido al matrimonio infantil. En 2011, se celebraron en México poco más de 84 mil casamientos en el que la contrayente era  niña. Esto significa que  1 de cada 100 mujeres entre 12 y 18 años de edad se casó, pese a que este fenómeno afecta también a los varones, es mayor el número de mujeres que participan en uniones tempranas: por cada niño que contrajo nupcias aquel año tres niñas de la misma edad lo hicieron. Esta cifra indica que las niñas se casan con frecuencia con hombres mayores que ellas al no existir correspondencia en los registros de matrimonio.
 Por lo que hace al Estado de Coahuila de Zaragoza, del 2010 a la fecha se han celebrado 10,055 matrimonios de menores.

Tras esta práctica se esgrimen razones como el aprecio de la virginidad de las niñas, la prevención de embarazos fuera del matrimonio, la protección del honor de la familia, la cancelación de los deseos de autonomía que aparecen durante la adolescencia considerados indeseables en algunas culturas, entre otros.
En este mismo sentido, el Comité de los Derechos del Niño en su observación general número 18 y el Comité para la eliminación de la discriminación contra la mujer en su observación general número 31, sobre prácticas nocivas adoptadas de manera conjunta,  consideran al matrimonio infantil como una práctica nociva con causas multidimensionales, entre las cuales se incluyen los papeles estereotipados asignados por razón de sexo o género, la supuesta superioridad o inferioridad de alguno de los sexos y los intentos por ejercer control sobre la sexualidad de las mujeres y las niñas, recomendando al Estado mexicano en sus observaciones 17 y 18 hacer importantes esfuerzos para erradicarlo, debiendo atacarse aquellas causas sistémicas y estructurales subyacentes a esta práctica tradicional, emergente y reemergente.

Es así como entre las implicaciones de los matrimonios infantiles se encuentran el abandono a la educación, la inserción prematura al mercado laboral mal remunerado, adopción de tareas propias de los adultos, bajas expectativas en el proyecto de vida, problemas de salud, el inicio de una vida sexual frecuentemente sin información, la exposición a contraer enfermedades de transmisión sexual incluso VIH/SIDA y otras de índole social y emocional, pobreza, construcción de hogares disfuncionales, entre otros. Es también un factor del embarazo temprano aunque pase desapercibido porque se considera un hecho natural en el matrimonio, lo que entraña peligros para la salud, considerándose entre los factores que atentan contra la supervivencia de las niñas, a la par de las adicciones, los trastornos mentales, el aborto en condiciones de riesgo y la violencia.

Según la Organización Mundial de la Salud, cuando los menores de edad, especialmente las niñas se casan y tienen hijos, su salud puede verse afectada desfavorablemente, se entorpece su educación y como resultado se restringe su autonomía económica.
Respecto al tema existen diversos instrumentos internacionales que reconocen el derecho a elegir y aceptar libremente el matrimonio, así como preservar los derechos de los menores, tal es el caso de “la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), que admite que el consentimiento no puede ser libre y completo cuando una de las partes involucradas no es lo suficientemente madura como para tomar una decisión con conocimiento de causa sobre su pareja. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (1979) estipula que el compromiso matrimonial y el casamiento de un niño o niña no tendrán efectos jurídicos y que se deben tomar todas las medidas necesarias, incluidas las legislativas, para especificar una edad mínima de matrimonio. La edad recomendada por el comité sobre la eliminación de discriminación contra la mujeres es de 18 años”
. 

El mencionado comité señala que tanto el párrafo 2 del artículo 16 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño impiden que los Estados partes permitan o reconozcan el matrimonio entre personas que no hayan alcanzado la mayoría de edad. Mientras que la Convención sobre los Derechos del Niño, establece que se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años, por lo que el comité considera que la edad mínima para contraer matrimonio debe ser de 18 años tanto para el hombre como para la mujer ya que al casarse, ambos asumen importantes obligaciones. 

Además, en la Declaración de los Derechos del Niño, se reconoce que las niñas y niños, por su falta de madurez física y mental, necesitan protección y cuidados especiales, incluso la debida protección legal, en consecuencia, no debería permitirse el matrimonio antes de que hayan alcanzado la plena madurez y capacidad de obrar. 

Por lo que hace a nuestra legislación federal, el artículo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que se debe observar que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se vele y cumpla con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio debe guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.
Asimismo el artículo primero constitucional en relación con el artículo 133 del mismo ordenamiento establecen la obligatoriedad de aplicar las normas relativas a los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en las leyes federales y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas, otorgándoles la protección más amplia.
Por otro lado, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, establece que el interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes y que cuando se presenten diferentes interpretaciones, se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este principio rector. Es decir, se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales.

La citada Ley General considera que son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad y exige que las leyes federales y de las entidades federativas garanticen el ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes; así como que prevean, primordialmente, las acciones y mecanismos que les permitan un crecimiento y desarrollo integral plenos.

Bajo tal tesitura, al consentir matrimonios en los que una personas menor de 18 años sea parte, atentamos contra los derechos que la Ley General le reconoce a niñas, niños y adolescentes, como: derecho al desarrollo, derecho de prioridad, derecho a vivir en familia, derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral, derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal, derecho a la protección de la salud, derecho a la educación, derecho al descanso y al esparcimiento y el derecho a la libertad de expresión.
 Derechos que también reconoce la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Aunado a lo anterior, el Programa Estatal de Derechos Humanos 2011-2017 del Estado, en su línea de acción 3.5, prevé los derechos de la infancia y de las y los jóvenes así como el marco jurídico internacional, nacional y local que debemos de atender para hacerlos efectivos.

De lo antes expuesto se desprende que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente sano, sustentable y en condiciones que permitan su desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y armonioso, tanto físico como mental, material, espiritual, ético, cultural y social; y corresponde a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia  la obligación de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida suficientes para su sano desarrollo.

De igual modo, las autoridades federales, estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias deben coadyuvar a dicho fin mediante la adopción de las medidas apropiadas. Razonamientos que toma en cuenta el órgano legislativo federal para establecer en los artículo 45 y 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que las leyes federales y de las entidades federativas, establecerán como edad mínima para contraer matrimonio los 18 años y del mismo modo realizarán las medidas tendentes a prevenir embarazos de las niñas y las adolescentes.

En este tenor es oportuno destacar que el presente año tuvo lugar en Ginebra Suiza, la sustentación de los informes ofrecidos por México ante el Comité de los Derechos del Niño relativo al cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, respecto a dichos informes el comité tuvo a bien emitir una recomendación para que las entidades federativas velen por la aplicación efectiva del artículo 45 de la multicitada Ley General, asegurando que la edad mínima para contraer matrimonio debe fijarse en 18 años para las niñas y los niños.

El permitir que otra persona, como ascendientes, tutores así como jueces, tomen una decisión tan importante sobre la vida del menor, como lo es el autorizar o decidir sobre su matrimonio, con consideraciones estrictamente subjetivas de las personas que autorizan, es una condicionante que se impone a la temprana vida de los menores e incide en la práctica de violencia física y psicológica en su contra, promueve el embarazo de niñas y adolescentes con considerables riesgos a su salud, es factor de violencia contra los hijos nacidos de padres que aun siendo niños o adolescentes se ven obligados a dejar atrás sus derechos de desarrollo, tanto físico, como educativo y laboral, así como sus derechos de esparcimiento, truncando o en el mejor de los casos postergando sus aspiraciones por atender las necesidades de otro niño que ahora depende completamente de ellos. 

Asimismo, la niña o adolescente que se convierte en madre por primera vez, aumentará sus posibilidades de tener un segundo embarazo aun siendo niña o adolescente, lo cual implica elevar sus riesgos de salud y limitar todavía en mayor grado su desarrollo. Estos matrimonios permiten que a mayor medida exista abuso sexual y explotación de niñas o adolescentes. Debido a que el matrimonio crea vínculos, establece una serie de obligaciones, derechos y mandatos respecto a los roles de género, que en las mujeres se traduce en relaciones de poder desiguales.

La Organización de los Estados Americanos también se ha preocupado por la violencia contra la mujer al ser una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres. Los matrimonios de niñas y adolescentes limitan el pleno goce de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes y son una condición que favorece la violencia contra la mujer, la cual trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases.

Es una responsabilidad social no sólo penar los delitos cometidos contra la mujer sino prevenirlos con soluciones jurídicas en materia civil, que otorgarían una legislación enfocada en la prevención de la violencia contra las niñas y las adolescentes y engrosaría las normas protectoras de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Por lo anteriormente expuesto se propone esta reforma a nuestra legislación civil con el objetivo de prohibir que los menores de edad puedan contraer matrimonio, atendiendo a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales, las Leyes Generales, Federales y demás ordenamientos estatales en materia de derechos humanos. Esta iniciativa tiene como objeto establecer los 18 años como edad mínima para contraer matrimonio, eliminando la posibilidad de sustituir el requisito de edad por el consentimiento de los ascendientes o tutores del menor o que sea dispensada por el Juez de lo Familiar, convencidos de que es una acción que asegurará el pleno desarrollo individual y social de los niños, niñas y adolescentes.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa de Decreto por la que se reforman diversas disposiciones del Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, consideramos pertinente realizar las modificaciones propuestas, pues coincidimos con su planteamiento, toda vez que que permite una mayor protección a los derechos de la infancia coahuilense, garantizando el interés superior de las niñas, niños y adolescentes. 
Así mismo, se comparte el sentido de esta iniciativa, pues como bien se señala en la exposición de motivos, con esta reforma se da cumplimiento a lo prescrito por la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual establece que las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán como edad mínima para contraer matrimonio los 18 años, así como con la recomendación del Comité de los Derechos del Niño relativo al cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, respecto a que las entidades federativas velen por la aplicación efectiva del artículo 45 de la multicitada Ley General, asegurando que la edad mínima para contraer matrimonio debe fijarse en 18 años para las niñas y los niños.
Por lo que esta Iniciativa, al observar los estándares nacionales e internacionales garantiza de manera efectiva los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes en nuestro Estado.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y proponer a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

PRIMERO.-  Se reforma la fracción V del artículo 197, el artículo 198, el artículo 255, la fracción I y el último párrafo del artículo 262, el artículo 300, la fracción II del artículo 341, el artículo 361, el primer y tercer párrafo del artículo 369 Bis; se deroga, el artículo 45, la fracción II del artículo 197, la fracción III del artículo 201, los artículos 256, 257, 258, 259, 260,  la fracción II del artículo 262, los artículos  276, 284, 327, 334, 335, 336, 337, del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 45. Se deroga. 

ARTÍCULO 197. …

I. …

II. Se deroga. 

III. y IV. …

V. Las capitulaciones matrimoniales en caso de que los pretendientes deseen contraer matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal. Si por su contenido las capitulaciones matrimoniales deben constar en escritura pública, se acompañará un testimonio de ésta.

…

VI. a VIII. …

ARTÍCULO 198. El Oficial del Registro Civil a quien se presente una solicitud de matrimonio que llene los requisitos enumerados en los artículos anteriores, hará que los pretendientes, reconozcan ante él y por separado sus firmas. Los testigos deberán también ratificar su firma bajo protesta de decir verdad, ante el mismo Oficial del Registro Civil. Este, cuando lo considere necesario, se cerciorará de la autenticidad de la firma que calce el certificado de sanidad. 

ARTÍCULO 201. …

I. y II. …

III. Se deroga. 

IV. a VIII. …

…

ARTÍCULO 255. La edad mínima para contraer matrimonio será de dieciocho años de edad. El matrimonio de una persona menor de esa edad produce de pleno derecho la nulidad. 

ARTÍCULO 256. Se deroga. 

ARTÍCULO 257. Se deroga. 

ARTÍCULO 258. Se deroga.

ARTÍCULO 259. Se deroga. 

ARTÍCULO 260. Se deroga. 

ARTÍCULO 262. …

I. La falta de edad requerida por la ley. 

II. Se deroga. 

III. a XII. …

De estos impedimentos sólo es dispensable el parentesco por consanguinidad en línea colateral desigual. La dispensa será otorgada por el Juez de lo Familiar.

ARTÍCULO 276. Se deroga. 

ARTÍCULO 284. Se deroga. 

ARTÍCULO 300. La sociedad conyugal puede terminar antes de que se disuelva el matrimonio, si así lo convienen los cónyuges. 

ARTÍCULO 327. Se deroga. 

ARTÍCULO 334. Se deroga. 

ARTÍCULO 335. Se deroga. 

ARTICULO 336. Se deroga.

ARTÍCULO 337. Se deroga.  

ARTÍCULO 341. …

I. ...

II. Que el miedo haya sido causado o la violencia hecha al cónyuge o a sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado.

III. …

…

ARTÍCULO 361. Los que infrinjan el artículo anterior, así como los que siendo mayores de edad contraigan matrimonio con un menor y los que autoricen esos matrimonios, incurrirán en las penas que establezca el Código Penal. 

ARTÍCULO 369 Bis. El divorcio administrativo procede cuando habiendo transcurrido un año o más de la celebración del matrimonio, los cónyuges convienen en divorciarse, no tengan hijos o teniéndolos sean mayores de edad, capaces y no requieran alimentos ellos o alguno de los cónyuges, que la mujer no esté embarazada y se haya liquidado previamente la sociedad conyugal si el matrimonio se contrajo bajo ese régimen. Los cónyuges se presentarán ante el Oficial del Registro Civil de su domicilio, y exhibirán su solicitud por escrito, de la cual levantará acta el funcionario y los citará en un término de 15 días para que se presenten a ratificarla.

…

No surtirá efectos legales el divorcio administrativo, si se comprueba que los cónyuges tienen hijos menores, o mayores de edad incapaces o que requieran de alimentos, o si alguno de los cónyuges requiere alimentos, o la sociedad conyugal no está liquidada; además, se harán acreedores a la sanción a que haya lugar.

SEGUNDO.- Se reforma el artículo 564; se derogan los artículos 563, 567,579 y 653 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 563. Se deroga.

ARTÍCULO 564. 

Calificación y dispensa de Impedimento para contraer matrimonio.

Recibida del Oficial del Registro Civil el acta levantada con motivo del impedimento para contraer matrimonio, el juzgador citará al denunciante si lo hubiere, y a los interesados a una audiencia en la que los oirá, recibirá las pruebas y dictará su resolución. Siempre que se declare no haber impedimento, el denunciante será condenado al pago de las costas, daños y perjuicios. El procedimiento se hará constar en una sola acta cuando termine en un solo día. La resolución que recaiga será inapelable.

El juzgador dispensará el impedimento del parentesco de consanguinidad en la línea colateral desigual, una vez que se le demuestren las situaciones emergentes que hagan aconsejable su celebración. La dispensa se acordará en una sola audiencia, y de ser en sentido negativo, podrá hacerse valer la apelación en el efecto devolutivo.

ARTÍCULO 567. Se deroga. 

ARTÍCULO 579. Se deroga. 

ARTÍCULO 653. Se deroga. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Los matrimonios celebrados antes de la entrada en vigor del presente Decreto, en los que un menor fuese parte, continuarán rigiéndose por las disposiciones aplicables vigentes al momento en que contrajeron nupcias.

TERCERO. Las solicitudes de matrimonio o trámites de dispensa de edad, que se encuentren pendientes se resolverán de conformidad a lo previsto por las disposiciones vigentes al momento en que fueron presentadas o iniciados.

CUARTO. Se derogan las disposiciones que contravengan lo dispuesto en el presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena (Coordinador), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretaria), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Dip. Irma Leticia Cataño Orozco, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren y Dip. Sonia Villarreal Pérez, Dip.. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de agosto de 2015.
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Esta cumplida la lectura del dictamen. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer, se señala que el mismo será discutido y votado primero en lo general y luego en lo particular.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  sírvase tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es de 17 votos a favor, 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración. 

A continuación, esta Presidencia pide a las Diputadas y Diputados que deseen reservar algún artículo en lo particular lo indiquen mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones, solicitándoles de igual forma a quienes hagan uso de la palabra,  que al final de su intervención entreguen por escrito a esta Presidencia la propuesta de modificación correspondiente. 

No habiendo reserva de artículos en lo particular, se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario Sergio Garza Castillo, se sirva dar lectura al dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte consignado en el Punto 6 C del Orden del Día. 

Diputado Secretario Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Presidenta. 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 del mes de agosto del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- No omite esta Comisión hacer mención que con fecha 23 de abril de 2013 fue turnada por el Pleno del Congreso una iniciativa suscrita por el Dip. Samuel Acevedo Flores, del “Partido Social Demócrata de Coahuila”, la cual propone la reforma del Art. 17 de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando la iniciativa en los mismos términos que la presente y con la finalidad de que las personas interesadas en obtener licencias deberán de ser mayores de 18 años.

TERCERO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte, Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez, y la iniciativa suscrita por el Dip. Samuel Acevedo Flores, del “Partido Social Demócrata de Coahuila”, la cual propone la reforma del Art. 17 de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 99, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez, y la iniciativa suscrita por el Dip. Samuel Acevedo Flores, del “Partido Social Demócrata de Coahuila”, la cual propone la reforma del Art. 17 de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza se basan entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Una de las principales preocupaciones para el gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, es la seguridad pública, por lo que se pretenden establecer medidas para su adecuado control, particularmente de los accidentes automovilísticos, ya que al año se reportan unos 470 mil accidentes de tránsito, lo que equivale a una tasa de 437 percances por cada 100 mil habitantes, si dividimos esto por entidades federativas, el promedio nacional es de 16 por cada mil vehículos, sin embargo en el Estado de Coahuila de Zaragoza, el indicador es de 28.4.

Por otra parte, el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, en su Eje rector “Una nueva ruta para el desarrollo económico”, en el Objetivo “Ciudades de calidad y ordenamiento territorial”, una de sus  Estrategias establece revisar y actualizar el marco normativo en materia de transporte, para asegurar su debida regulación, modernización y funcionamiento.

Así mismo, el artículo 17 de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, señala que para obtener licencia de conducir, cuando el interesado sea menor de 18 años, será necesario el consentimiento expreso y por escrito de cualquiera de sus padres, esto debe de tomarse en consideración, ya que la segunda causa de muertes violentas en los jóvenes se da por accidentes (42.9%), de éstas, más de la mitad son ocasionadas por accidentes de transporte (56.1 por ciento); en ocasiones las conductas de riesgo que tienen los jóvenes como manejar en estado de ebriedad, conductas temerarias, entre otras, provocan que algunos de ellos queden con secuelas de accidentes, mientras que otros terminen por perder la vida.

Por consiguiente, México se encuentra entre los 10 países donde ocurre el mayor número de muertes por accidentes de tránsito, alrededor de 16 mil decesos al año, según las estadísticas oficiales, el Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, estima que debido al subregistro de información, la cifra asciende en realidad a unas 24 mil muertes. Dicho organismo, dependiente de la Secretaría de Salud del gobierno federal, también estima que el costo de las lesiones, discapacidad y muertes por esta causa supera los 120 mil millones de pesos anuales.

La Organización Mundial de la Salud (OMS), menciona que parte de las fracturas y traumatismos en varones se deben a accidentes de tránsito, y afirma que son la principal causa de defunción para los jóvenes, dejando a otros con secuelas irreversibles, dichos accidentes se deben principalmente al exceso de velocidad y al consumo de alcohol. 

Además, la Secretaría de Salud del gobierno federal, reveló que los accidentes automovilísticos representan la primera causa de muerte y orfandad en niños entre los cinco y 14 años de edad, y la primera de fallecimientos entre los jóvenes del país, además dio a conocer que en México se registran 16 mil muertes al año por accidentes de tránsito, un millón de lesionados y 40 mil personas con discapacidad permanente, constituyendo costos por 150 mil millones de pesos.

La Organización Mundial de la Salud, publicó el 14 de marzo del año 2013, el informe sobre la situación mundial de la seguridad vial 2013, en él revela que las lesiones causadas por el tránsito son la octava causa mundial de muerte, y la primera entre los jóvenes de 15 a 29 años. Las tendencias actuales indican que si no se toman medidas urgentes, los accidentes de tránsito se convertirán en 2030 en la quinta causa de muerte. Se han promulgado nuevas leyes sobre la seguridad vial en 35 países, pero solo un 7% de la población mundial está cubierta por leyes integrales.

Por último,  el artículo 18 de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que las personas menores de 18 años y mayores de 16 podrán obtener licencia para conducir motocicletas y vehículos del servicio particular, con el permiso de los padres, sin embargo, atento a lo expuesto con antelación y tomando en consideración la compleja responsabilidad que tiene el Estado de preservar la seguridad pública, se pretenden tomar acciones eficaces, que disminuyan los accidentes de tránsito, y al mismo tiempo evitar que aumente el riesgo de accidentes automovilísticos, derivados de la impericia, inexperiencia y falta de cuidado, que frecuentemente se presentan en los jóvenes menores de 18 años.

En esa tesitura es necesario reformar la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, a efecto de que no se puedan expedir licencias para conducir vehículos a menores de 18 años.

Por otra parte, como se señaló en párrafos anteriores, las estadísticas relacionadas con problemas automovilísticos van en aumento, por lo que es indispensable establecer preceptos que protejan el patrimonio y la integridad física de las y los ciudadanos, así como sanciones para disminuir la gran cantidad de accidentes sucedidos, es por esto que se deben tomar medidas para sancionar la irresponsabilidad de proporcionar a un menor de edad un vehículo para su conducción. 

De esta forma se propone la adición del artículo 287 BIS al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, que tendrá como finalidad establecer la figura típica de facilitación de vehículos a menores de edad para su conducción. Por lo que se pretende adicionar un nuevo tipo penal, integrado por los siguientes elementos:

· Que se haya entregado un vehículo a persona menor de edad;

· Que el menor de edad conduzca el vehículo; y

· Que la conducta provoque algún daño, lesión o la muerte de alguna persona. 

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos coincidimos con los ponentes de las iniciativas en el sentido de que en la gran mayoría de las ocasiones, el alcoholismo, combinado con la falta de límistes en nuestros jóvenes ha tenido una seria repercusión en la sociedad, de la cual hemos sido testigos, pues en diferentes ocasiones, los medios de comunicación, en sus notas, nos han informado de las tragedias viales que ocurren, por el manejo de menores y adultos en estado de ebriedad, y pese a los diversos esfuerzos que en conjunto, tanto el Gobierno del Estado como las autoridades municipales han efectuado en campañas anti alcohol, el problema es aun latente, si bien es cierto que ha disminuido en el sentido de que los ciudadanos no manejen en estas condiciones, también lo es que el problema es una realidad, que necesita una resolución contundente y con ello nos referimos al hecho de que sean derogadas diversas disposiciones que están contenidas en la Ley de Tránsito y Transporte vigente en el Estado, es decir que las licencias o permisos de conducir solo sean otorgadas a personas mayores de edad y no así a menores.

Atento a lo expuesto con antelación y como se señala en la iniciativa del Ejecutivo, tomando en consideración la compleja responsabilidad que tiene el Estado de preservar la seguridad pública, con esta iniciativa se pretende tomar acciones eficaces que disminuya los accidentes de tránsito y al mismo tiempo evitar que aumente el riesgo de accidentes, derivados de la impericia, inexperiencia y falta de cuidado que generalmente se presenta en menores de 18 años, por lo anterior también es conveniente adicionar el Art. 287 BIS al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de establecer la figura típica de facilitación de vehículo a menores de edad para su conducción.

Y con ello, hacer más responsables a los padres o a quien entregue un vehículo a un menor de edad para que lo conduzca en el Estado.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 17, y se deroga el artículo 18 y la fracción III del artículo 19, de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

ARTICULO 17.- Para obtener licencia de conducir, los interesados deberán tener dieciocho años cumplidos, haber acreditado los exámenes teórico y práctico de manejo aplicado por la Subsecretaría, así como comprobar su buen estado de salud y satisfacer los demás requisitos que determine esta Ley, su Reglamento y otras disposiciones aplicables.

Antes de expedir una licencia de conducir se preguntará al interesado que sea mayor de 18 años, si consiente o no consiente en donar sus órganos en caso de muerte, sea o no sea esta con motivo del tránsito de vehículos, con el objeto de auxiliar a personas que médicamente lo necesiten, siempre y cuando el implante se realice sin fines de lucro. En caso afirmativo, se le explicará al interesado los casos en los que las leyes de salud y el código de procedimientos penales permiten los implantes de órganos y se le entregará por escrito la información al respecto.

Si el interesado consiente en donar sus órganos, deberá firmar constancia al respecto. En tales casos, siempre se asentará en las licencias de conducir el consentimiento, con la leyenda “sí consiento en donar mis órganos” y se guardará la documentación que lo acredite.

Cuando muera una persona y haya la posibilidad de que el implante de sus órganos sea útil médicamente, será suficiente la constancia que aparezca en la licencia del conductor para que se proceda al implante, siempre y cuando se cumpla con las condiciones de este artículo y con las demás que establezcan las leyes.

El interesado podrá revocar en cualquier momento la donación de sus órganos y para ello será suficiente que aquél lo comunique por escrito a la Secretaría y autoridades de salud. Recibida la comunicación, de inmediato se dará de baja al interesado del banco de donadores de órganos y se reimprimirá su licencia sin costo a fin de que se elimine la leyenda de donador de órganos que aparece en la misma.

Las autoridades de salud se coordinarán con las de tránsito para que estas tengan disponible la información sobre donación e implantes de órganos que puedan requerir los interesados y, además, para que las primeras puedan formar los bancos de donadores de órganos. Cuando se requiera proceder a un implante con base en la leyenda que aparezca en la licencia de conducir, siempre se verificará si, además, existe el consentimiento por escrito y en debida forma, así como si no hay revocación del mismo, sin perjuicio de que también se cumpla con las restantes condiciones y requisitos que establezcan las leyes para los implantes de órganos.

Los demás requisitos y especificaciones relativas a la expedición y cancelación de las licencias se determinarán en el Reglamento de la presente Ley.

ARTICULO 18.- SE DEROGA.

ARTICULO 19.- …
I.- y II.- …
III.- SE DEROGA.

IV.- a VI.- …

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona el artículo 287 BIS al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 287 BIS. SANCIONES Y FIGURA TIPICA DE FACILITACIÓN DE VEHÍCULO A MENORES DE EDAD PARA SU CONDUCCIÓN Se aplicará prisión de seis meses a dos años y multa: a quien facilite a un menor de edad cualquier tipo de vehículo automotriz, que con su conducción ocasione daños, lesiones, o cause la muerte de alguna persona. 
T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Las licencias de conducir para menores expedidas antes de la entrada en vigor de este decreto, seguirán vigentes hasta su fecha de expiración.
TERCERO.- No se aplicarán las sanciones del tipo penal previsto en esta reforma, a las personas que faciliten un vehículo a un menor de edad que cuente con licencia vigente expedida por autoridad competente, antes de la fecha de la entrada en vigor del presente decreto.
CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Ricardo Saldívar Vaquera (Coordinador), Dip. Martha Hortensia Garay Cadena (Secretaria), Dip. Antonio Nerio Maltos, Dip. Sonia Villarreal Pérez, Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de agosto de 2015.
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Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer.  Se señala que el mismo será discutido y votado primero en lo general y posteriormente en lo particular, si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar en lo general el  proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputado Secretario  Sergio Garza Castillo, sírvase tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario  Sergio Garza Castillo:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad  en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración. 

A continuación, esta Presidencia pide a las Diputadas y Diputados que deseen reservar algún artículo en lo particular lo indiquen mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones, solicitándoles de igual forma a quienes hagan uso de la palabra,  que al final de su intervención entreguen por escrito a esta Presidencia la propuesta de modificación correspondiente. 

Diputado Jesús de León. 

Diputado Jesús de León Tello:

Gracias, Diputada Presidenta. 

La intervención tiene que ver con reservarnos el Artículo 2º del decreto, que habla del Artículo 287 bis, del Código Penal, que establece: Se aplicará prisión de 6 meses a 2 años y multa a quien facilite a un menor de edad cualquier tipo de vehículo automotriz, que con su conducción ocasione daños, lesiones o cause la muerte de alguna persona. 

En este sentido, nosotros estamos solicitando se modifique,  en donde se evite la pena corporal que se está estableciendo en este decreto.  

¿Por qué razón?   Creemos, primero,  que es inexacta la redacción de la propia iniciativa porque está sancionando a un tercero,  a quien ejerce la patria potestad o al que facilite un vehículo con una pena corporal, que a nuestro parecer el Artículo 22 Constitucional  lo prohíbe,  que establece que el legislador no podrá aplicar en materia penal penas inusitadas, y la propia Corte ha definido, el Pleno de la Corte ha definido qué se debe de entender por penas inusitadas, dice: Que no corresponde a los fines que percibe la pena, dice: Pena inusitada, su acepción constitucional, según el espíritu del Artículo 22 de la Constitución el término inusitado aplicado a una pena no corresponde exactamente a la acepción gramatical, tiene que hacerse una interpretación extensiva, sí, que tiene que ver con el tema de los fines que persigue la pena.  

Es cuando alguien es responsable sobre un acto en concreto pues se le debe de aplicar una pena de la privación de la libertad, pero quien ejerce la patria potestad o quien facilita el tema de algún vehículo que sea responsable con prisión es lo que se me hace grave.

Muchos de aquí les gusta el tema de las motocicletas, el de los carritos Reiser,  o no sé cómo le denominan,  y que es fácil que a un hijo o a un amigo menor de edad le permitan ese tipo de vehículo automotriz y que puedan causar un daño, bueno, están obligados a reparar el daño ocasionado, pero de ahí a que le apliquen una pena corporal, se me hace excesivo, ¿me explico? 

Creemos también que en ese sentido ya establece nuestro propio Código Penal, tanto a nivel Federal, como a nivel local, las causas y los motivos cuando estás obligado a reparar el daño y ahí establece que quien ejerce la patria potestad está obligado a reparar el daño que ocasiona el mismo, cuando es ocasionado por alguna imprudencia o en la comisión de algún delito, si es menor de edad, recordemos que hay una ley que tiene que ver con la justicia para adolescentes, que no será, es una persona inimputable a la esfera del Código Penal, pero eso no quiere decir que se elimina la responsabilidad de quien ejerce la patria potestad para poder reparar el daño, sí, en donde se cuenta con toda una legitimidad obviamente de quien se siente afectado para efecto de obligarles, perdón, a la reparación del daño. 

Asimismo, la doctrina ha establecido, sí,  en una lectura de nuestro propio Código Penal, en el Artículo 3º del Código Penal que establece la interpretación garantista de la Ley Penal, que tiene que ver con la interpretación que hace el propio juez, que establece que la Ley Penal se debe de interpretar conforme a la Constitución, Tratados Internacionales favoreciendo en todo tiempo a las personas, la protección más amplia a sus derechos, los preceptos legales que describen hechos punibles y los que refieran según su sentido literal posible que no sean absurdos, sí, ¿qué se entiende como absurdo?  de acuerdo al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, dice: Que no tiene sentido o es un hecho racional arbitrario o disparatado, que la pena corporal en este caso, me parece que es un absurdo establecer una pena corporal en el tema de que a quien facilite un vehículo automotriz a un menor de edad. 

Continúo.  También en el Artículo 13,14 y 15 Constitucional, tendríamos el conflicto de que aquella persona que vive, tiene su domicilio en el vecino estado de Nuevo León, donde sí se permite la expedición de licencias de conducir a menores de 16 y 17 años, y que por lo conurbado en el caso de la Laguna con Durango, etcétera, que pueda un menor de edad con licencia vigente en estos estados, que aquí sí se le pueda procesar. 

El día de ayer en la Comisión se decía que es un excluyente de responsabilidad, en la lectura del propio Código Penal en sus artículos 13, 14 y 15 se establece que es un hecho que está tipificado aquí en Coahuila como un delito y como tal pues tendrá que procesarse en ese sentido a la persona que transite por nuestro estado y que sea, que con una licencia vigente de Nuevo León, que aquí llegue a chocar pues su papá o quien le haya facilitado el vehículo será sujeto a un proceso penal en donde se le va aplicar una pena corporal de 6 meses a dos años. 

¿Qué sucede en el campo? Hay muchas personas que sus hijos de 14, 15 años o menos los ves con el tractocamión trabajando en la tierra,  puede ser que haya un conflicto entre vecinos y que por un error tumbe la cerca del vecino y que simplemente no quieran llegar a una amigable composición, como consecuencia el papá no solamente va a reparar el daño, se va a quedar con antecedentes penales, cualquiera de nosotros, si uno de nuestros hijos en una motocicleta causa un daño a una persona y él quiere que se le determine el daño a reparar en una sentencia de un juez de primera instancia de carácter penal, sí, en base a la disposición que estamos reformando pues nos vamos a quedar con antecedentes penales, no van a pisar o no van a estar privado de su libertad, porque se va a pagar una fianza, se va a reparar el daño, pero va a quedar una sentencia en donde se cometió un delito, sí, porque no hace distinción si es un carro, si es un camión o si puede ser una patineta eléctrica de las que los muchachos traen ahorita en todos lados. 

También, hay un tema constitucional que a mí parecer este artículo tiene vicios de inconstitucionalidad.  El Artículo 17 de la Constitución establece que nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter civil, ustedes van a decir, esto no es una deuda, no es un incumplimiento de un contrato, para los que son Abogados lo podrán entender fácilmente, voy a tratar de ser más explícito para mis compañeros que no cuentan obviamente y no están obligados el conocer al dedillo el tema de los derechos o los principios generales del Derecho. 

El Artículo 17 Constitucional establece que nadie puede ser privado, aprisionado por deudas de carácter civil, si nos vamos a nuestro Código Civil ahí establece en los Artículos del 1851,1856 la responsabilidad por hechos propios en el caso del padre que facilita a un menor y la responsabilidad por hechos ajenos, y ahí habla también en el propio Código Civil establece los supuestos en el Artículo 1879 sobre la responsabilidad por causas de los bienes peligrosos por sí mismos y habla de los automotores, que ya está contemplado en nuestro Código Civil y se habla de la reparación del daño, se habla de la reparación del daño en el propio código penal, se habla de la reparación del daño en el Código Civil y obviamente en nuestra Constitución hay todo un andamiaje jurídico para que no existan penas, sí,  inusitadas o exageradas y más ahora que la tendencia de todas las legislaturas en el país y en el mundo es hacia un tema del garantismo, de las garantías que debe de tener todo procesado. 

México ha firmado “N” cantidad de tratados internacionales en materia de derechos humanos, hemos cambiado nuestro sistema penal de un sistema inquisitorio en la conformación de la prueba, desde todo el proceso penal que se cambió en la reforma de un sistema inquisitorio a un sistema transversal prácticamente en donde incluso se habla ya de jueces ejecutores de sentencia, que se habla de una correcta readaptación social.

Creo que es un exceso y que difícilmente alguien va a ser procesado bajo como está redactado el Código Penal en esta reforma y por tal razón solicito,  Diputada Presidenta, sí,  que se elimine  el tema de la pena corporal por todos estos argumentos que se deje a nivel de multa, sí,  y que obviamente la reparación del daño que ya está cuantificado, tanto en el Código Penal como en los propios Códigos Civiles, que esa es la responsabilidad, no te pueden hacer responsable, no te pueden privar de la libertad por hechos ocasionados por terceros, eres responsable con tu patrimonio para la reparación del daño por un hecho que haya causado una persona que está bajo tu patria potestad, , sí, pero no te pueden privar de la libertad, la propia Constitución te da esa garantía.

Estoy cierto que este artículo será combatido por aquellas personas que se encuentren en esos supuestos por todos estos artículos que se están violando, tanto a nivel Constitucional, como a nivel Código Penal y propio Código Civil, por lo que solicito la modificación del mismo para quitarle ese toque de inconstitucionalidad y que sea efectiva la reforma que se está planteando. 

Por sus atenciones, muchas gracias compañeros Diputados. 

Es cuanto,  Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias. 

El artículo reservado por el Diputado Jesús de León Tello es el artículo 287 bis, que se adiciona al Código Penal. 

El Diputado Jesús de León Tello propone que este artículo establezca lo siguiente: 

Se aplicará multa de 50 hasta mil salarios mínimos y la reparación del daño que resulte procedente en los términos de la ley,  a quien facilite a un menor de edad cualquier tipo de vehículos automotriz que con su conducción ocasione daños, lesiones o cause la muerte de alguna persona. 

Someto a la consideración de los Diputados la reserva del Artículo 287 bis, para cambiar la redacción propuesta en la iniciativa original por la redacción que propone el Diputado Jesús de León Tello.  Si alguien desea intervenir, por favor les pido lo manifiesten.  

Se abre la discusión. 

Adelante Diputado, ¿el sentido de su intervención? 

Diputado Jesús  de León Tello: 

No, solamente para acotar.  

El tema de que esta redacción, lo que estamos proponiendo, igual si hay alguna que pueda enriquecer y darle otra redacción es quitar el tema de la pena corporal, sí eliminar ese vicio de inconstitucionalidad en donde,  bueno,  la intención o lo que se busca es primero la reparación del daño y una multa que sea ejemplar para tratar de que no se tenga la prudencia al momento de que un menor de edad conduce cualquier vehículo automotriz que puede ir desde una patineta hasta un camión. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

No habiendo más intervenciones, someteremos a votación esta propuesta de reserva del artículo 287 bis, cuya redacción acabamos de leer. 

Se abre el sistema de votación.  

Muy bien. Repetimos el procedimiento: Se dio lectura a la propuesta de reserva del Diputado Jesús de León Tello a fin de que se realice el cambio de la propuesta original de la iniciativa con respecto al artículo 287 bis y que esta iniciativa original sea reemplazado el artículo 287 bis por el texto que propone el Diputado Jesús de León Tello. 

Es decir, quien esté de acuerdo con la redacción del texto del Diputado Jesús de León Tello votará a favor, quien no esté de acuerdo y desee conservar la propuesta original votará en contra. 

Se cierra el sistema y asimismo solicito al Diputado Sergio Garza Castillo tome nota del resultado e informe sobre la votación. 

Diputado Secretario Sergio Garza Castillo:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 5 votos a favor; 14 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Conforme al resultado de la votación, se rechaza por mayoría la propuesta de reserva del Artículo 287 bis. 

A continuación, sometemos a discusión la propuesta de reserva con relación al Artículo 3º Transitorio, suscrita por el Diputado Jesús de León Tello, la propuesta es: que se establezca la siguiente redacción:  

Artículo 3º.- No se aplicarán las sanciones del tipo penal previsto en esta reforma a las personas que faciliten un vehículo a un menor de edad, que cuente con licencia vigente expedida por autoridad competente antes de la fecha de la entrada en vigor del presente decreto o que la hayan obtenido de forma legal en otra entidad federativa o país distinto al nuestro en fecha posterior a la entrada en vigor de este decreto. 

Si alguien desea intervenir,  les pido por favor lo manifiesten mediante el sistema electrónico. 

No habiendo intervenciones, someteremos a votación la propuesta de reserva suscrita por el Diputado Jesús de León con respecto al Artículo 3º Transitorio en el mismo sentido como lo hicimos en la votación anterior relativo al Artículo 287 bis. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema y solicito a la Diputada Lariza Montiel Luis nos tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es de 5 votos a favor; 14 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Gracias Diputada.

Conforme al resultado de la votación, la propuesta de reserva, respecto del Artículo 3º transitorio es rechazada por mayoría de votos. 

Resuelta la aprobación de los artículos que se reservaron para hacer discutidos en lo particular,  esta Presidencia declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto contenido en el dictamen, por lo que habiéndose aprobado debe procederse a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo para su promulgación, publicación y observancia. 

Nada más para aclarar Diputado, ¿lo que usted solicita es que se someta a votación los artículos reservados tal como fueron suscritos en la propuesta original?

Diputado Jesús de León Tello: 
(habló fuera del alcance del micrófono y no se escucha bien en la grabación)
… la modificación no es aceptada se tiene que someter a votación tal como lo presentó la comisión, de no haber aceptado la modificación para que se apruebe…  

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Se estableció al momento de señalar el procedimiento para la votación que quien estuviera a favor de aprobar la reserva votara efectivamente a favor y quien estuviera en contra de aceptar la reserva para conservar el artículo original votara en sentido contrario, Diputado, por lo cual ya fueron aprobados en lo general y votados en lo particular, pero someto a consideración del Pleno el someter a votación nuevamente cada uno de los artículos en lo particular, conforme a la propuesta original. 

Diputado Jesús de León Tello: 

Para efecto de tener bien claro el procedimiento parlamentario. 

Cuando usted pone a consideración del Pleno un dictamen y se vota en lo general y hay artículos reservados, esos artículos reservados no fueron aprobados, sí, porque están sacándose del dictamen para discutirse cada uno en lo particular, se aprueba en lo general aquellos artículos que no fueron reservados y por eso tuvo una aprobación unánime el dictamen sobre aquellos artículos que no estaban reservados, los artículos reservados se discuten cada uno, la propuesta que se hace por parte de algún legislador que reserva un artículo para una modificación,  si no es aceptada se mantiene el que presenta en el dictamen, pero el mismo no fue aprobado en el primer procedimiento, como consecuencia debe someterse a su aprobación en los términos que se presentó por el dictamen, porque yo tengo una votación a favor en el dictamen de los general y éste en lo particular pues mi intención es votar en contra, tiene que estar registrado en el caso de los Diputados de Acción Nacional estamos votando en contra de la regulación del artículo 287 bis del Código Penal y en el historial de las votaciones no se ha sometido este caso en lo particular para manifestar nuestro voto en contra tal y como lo presentó la Comisión, hicimos una reserva, no es aceptada, se sostiene en los términos en que ha sido redactado y se somete a votación para que la mayoría –que así va a ser-, pues lo apruebe a favor y en el caso particular de los que no estamos de acuerdo podamos dar nuestro sentido en contra de la redacción propuesta por la comisión. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputado. 

Le informo que el Artículo 204 en su fracción VIII de la Ley Orgánica del Congreso del Estado establece el procedimiento,  señalando que concluida la discusión de un artículo en lo particular,  la o el Presidente lo pondrá a votación, de ser aprobada se procederá a realizar la modificación correspondiente y en caso contrario, que fue lo que sucedió en este proceso, se tendrá por aprobado en los términos consignados en el proyecto de ley o decreto contenido en el dictamen.

Con respecto a lo que manifestaba de que desea usted que se establezca que se aprobó únicamente en lo general por los integrantes de la fracción representante Acción Nacional, al reservarse estos artículos se entienden que no están conformes o que su voto con relación a estos artículos en lo particular es en contra. 

Les informo que ha quedado consignado el resultado de la votación en el Diario de los Debates, aprobándose de la siguiente manera: Se aprueba en lo general por unanimidad y en lo particular por mayoría, y en lo particular además se rechazan las propuestas de reserva suscritas por el Diputado Jesús de León. 

A continuación, solicito a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis  se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el punto 6 D del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado por la que reforman diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contrataciones de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, de fecha 5 de agosto de 2015 se recibió una Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado por la que reforman diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contrataciones de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.  Que esta Comisión de Finanzas, es competente para emitir el presente dictamen tanto por el Acuerdo de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente, así como por la materia de la iniciativa.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos:

La informalidad laboral es un fenómeno presente en todo el mundo. En ocasiones, es vista como una solución inmediata a corto plazo al problema del empleo, sin embargo, ésta no lo resuelve de fondo ya que trae consigo consecuencias negativas sobre la productividad y competitividad de las empresas, sobre el crecimiento y desarrollo económico de un país o estado en el mediano y largo plazo, y en el bienestar de las familias.

 Entre las principales consecuencias se encuentran las siguientes:

· Laboral: Los trabajadores informales no tienen acceso a la seguridad social, incluidos los servicios de salud, perciben bajos salarios, no pueden adquirir una vivienda ni mucho menos obtener un retiro digno. También son objeto de  riesgos de trabajo, toda vez que los patrones, en esta clase empleos, no invierten en la capacitación adecuada  ni en dotar a sus empleados del equipo de seguridad necesario.

· Económica: el trabajo informal es una actividad de subsistencia, sin acceso a crédito, tecnología y capacitación, limitando la productividad de los negocios, su desarrollo y la generación de empleos formales.

· Fiscal: La actividad informal  se desenvuelve al margen de los sistemas contributivos,  con menor recaudación de impuestos y aportaciones de seguridad social, reduciendo la base de contribuyentes y  debilitando el gasto público y los sistemas de seguridad social y pensiones.

· Social: Se incrementa la desigualdad, al agravar la vulnerabilidad de dichos trabajadores ante riesgos y contingencias como enfermedades, contracción de ingresos o pérdida del trabajo.

Es por eso que las actividades informales se desarrollan con bajos niveles de inversión, capital humano y productividad.

Por lo que, un sector informal grande en el Estado implica la utilización de los recursos de una economía estática.

México presenta un alto índice de informalidad en el empleo se estima que alrededor de un 60% de los trabajadores del país son informales. Por ello, resulta indispensable la adopción de una estrategia efectiva para abordar el problema del empleo informal, ésta  requiere considerar al menos dos ámbitos de intervención complementarios. Por una parte, la necesidad de generar empleos formales; por otra, la necesidad de alinear incentivos para promover el paso a la formalidad. Para esto se necesita una participación activa del Estado, porque es quien tiene la posibilidad de facilitar este proceso de transición, a través de estímulos fiscales que permitan ampliar la base de contribuyentes no solo recaudatoriamente hablando, si no también ante las instituciones de seguridad social. 

Hoy en día Coahuila se encuentra en el primer lugar a nivel nacional como la entidad federativa con menos informalidad con una tasa del 35.36%  lo que quiere decir que 4 de cada 10 trabajadores laboran en la informalidad, estas cifras se encuentran muy por debajo de la media nacional que habla de alrededor de un 60% de los mexicanos trabajando en empleos informales. 

En ese contexto la informalidad en nuestro Estado se concentra en ciertos sectores económicos tales como el comercio, trabajadoras del hogar, la industria manufacturera y principalmente en la construcción. Según el INEGI, en este último rubro laboran 97,685 coahuilenses de los cuales 58,025 se encuentran en la informalidad. El 59% de las familias de estos trabajadores no tienen acceso a su derecho a la salud, vivienda, un retiro digno, entre otras prestaciones que la seguridad social garantiza.

Es por ello que para generar nuevas y mejores formas de contratación de bienes, servicios y obras, el Gobierno del Estado, crea las figuras de Proveedores y Contratistas  Salarialmente Responsables, con las cuales se pretende promover la formalización del empleo y garantizar mejores condiciones de trabajo para todos aquellos que laboran para los proveedores y contratistas del Gobierno del  Estado y sus municipios.  

Los Proveedores y Contratistas Salarialmente Responsables figurarán en todos los procesos de licitación pública, invitación restringida a cuando menos tres personas y adjudicación directa de adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que se pretenda realizar; a través de una anotación en los certificados de aptitud  correspondientes, siempre y cuando presenten constancias de declaraciones informativas anuales de naturaleza fiscal, de movimiento de alta o de modificación de sueldo en materia de seguridad social y de pago del Impuesto Sobre la Renta. Más allá de asegurar en el Estado las mejores condiciones de trabajo disponibles, se garantizará al trabajador su inscripción al Instituto Mexicano del Seguro Social y un salario mejor remunerado. 

En ese contexto, el proporcionar seguridad social, evita  desequilibrios económicos y sociales que, de no resolverse, significarían la reducción o la pérdida de los ingresos a causa de contingencias como las enfermedades, los accidentes, la maternidad o el desempleo.. 

Los Proveedores y Contratistas Salarialmente Responsables, son una forma de crear una cultura de legalidad entre el Gobierno y los ciudadanos, y que las empresas y negocios descubran que vivir en el marco de la ley tiene más beneficios que estar fuera de ella, con esta nueva política pública se pretende despertar la responsabilidad social en los patrones para con sus trabajadores y que el clima laboral del Estado mejore considerablemente. 

En virtud de lo anterior y  por lo que con base en lo expuesto en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que se han cubierto los requisitos legales correspondientes, esta Comisión de Finanzas, somete a consideración, para su discusión y, en su caso, aprobación el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y CONTRATACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman el párrafo segundo del artículo 22, los párrafos tercero y cuarto del artículo 23, el párrafo primero del artículo 24, el artículo 25, el párrafo segundo del apartado C del artículo 26, la fracción XI del artículo 52, el párrafo primero del artículo 59, el párrafo segundo del artículo 63, el párrafo cuarto del artículo 65; Se adicionan la fracción XIV del artículo 2, los párrafos quinto y sexto del artículo 23, el párrafo tercero del artículo 24 recorriéndose el ulterior,  el articulo 25-A, el párrafo segundo del apartado A del artículo 26, el párrafo tercero del aparatado C del artículo 26, el párrafo segundo del artículo 51, el párrafo tercero del artículo 59 recorriéndose el ulterior, el párrafo sexto del artículo 69, todos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza:

Artículo 2.- …

 I a XIII…

XIV.  Proveedores Salarialmente Responsables: Los proveedores que hayan comprobado fehacientemente, a través de la documentación o cualquier otra prueba idónea, que sus trabajadores y los que laboren para terceros que presten servicios en sus instalaciones perciban un salario equivalente a 1.18 veces la Unidad de Cuenta del Estado de Coahuila de Zaragoza o en su caso el salario mínimo general vigente en la capital del estado, sí este fuese mayor al múltiplo de la  Unidad de Cuenta antes referido,  y cumplir con sus obligaciones en materia de seguridad social. 

Artículo 22.- … 
El Órgano de Control hará del conocimiento de las dependencias, entidades y del público en general, las personas físicas y morales registradas en el padrón, así como aquellas que cuenten con la calidad de Proveedores Salarialmente Responsables, a través de los medios de difusión electrónica que establezca, a los cuales, deberán acceder las dependencias, entidades y municipios para verificar la inscripción y vigencia de los Certificados de Aptitud y en su caso la anotación que lo identifique como Proveedor Salarialmente Responsable.

…

…

Artículo 23.- …

I. a VIII  …

…

Las personas interesadas en acreditar su calidad de Proveedor Salarialmente Responsable, deberán presentar constancias de declaraciones informativas anuales de naturaleza fiscal, de movimiento de alta o de modificación de sueldo en materia de seguridad social y de pago del Impuesto Sobre la Renta.

El Órgano de Control  a fin de  verificar en cualquier tiempo la veracidad de la información que presenten los interesados y podrá solicitar la documentación complementaria que juzgue conveniente.

Además de la revisión documental, se podrán realizar las consultas que se consideren necesarias ante las instancias competentes para corroborar la información.  

Las personas interesadas en inscribirse vía electrónica en el padrón, deberán atender los lineamientos que al efecto emita el Órgano de Control.

Artículo 24.- Los interesados presentarán su solicitud ante el Órgano de Control el cual, dentro de un término de veinte días hábiles siguientes a su presentación, resolverá sobre la inscripción en el padrón. Transcurrido este plazo sin que haya respuesta, se tendrá por inscrito al solicitante, debiendo expedir el Órgano de Control, el Certificado de Aptitud.

…

En el caso de que el interesado hubiere acompañado esta solicitud de los documentos mencionados en el párrafo tercero del artículo 23 de la presente ley, el certificado de aptitud contará con una anotación con la que se acreditará la calidad de Salarialmente Responsable.

…

Artículo 25.- El Certificado de Aptitud, y en su caso, la calidad de Salarialmente Responsable, en el Padrón de Proveedores de la Administración Pública Estatal, tendrá una vigencia anual y podrá revalidarse anualmente siempre y cuando no se incurra en alguna de las causales de suspensión o cancelación. 

Los proveedores que tengan interés en continuar inscritos en el Padrón, y en su caso, conservar la calidad de Salarialmente Responsable, podrán presentar su solicitud de refrendo ante el Órgano de control, dentro de los treinta días hábiles anteriores al vencimiento de su Certificado de Aptitud, la cual deberá ser acompañada con la información y documentos complementarios que procedan, en los términos del artículo anterior. 

La inscripción y la revalidación causarán los derechos que establezca la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así mismo deberán comunicar por escrito al Órgano de Control dentro de un plazo de sesenta días naturales a partir de que suceda cualquier situación que se presente en su empresa y que modifique los datos proporcionados para obtener su Certificado de Aptitud o revalidación. 

En caso de que se requiera solventar alguna observación dentro del procedimiento de trámite del Certificado de Aptitud, de acreditación de la calidad de Salarialmente Responsable o revalidación de éstos, el Órgano de Control lo hará del conocimiento del solicitante a través de los medios electrónicos establecidos para ello, para que éste presente las aclaraciones y documentos pertinentes en un plazo que no exceda de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que reciba la comunicación; en caso de no ser atendida la solventación en este plazo, la solicitud se dará por cancelada, turnando la documentación para su devolución al interesado. 

Cuando el Proveedor dejase de revalidar su Certificado de Aptitud y en su caso la calidad de Salarialmente Responsable, por un período de treinta y seis meses consecutivos contados a partir de la fecha de su vencimiento, deberá iniciar los trámites para su inscripción en los términos del Artículo 23 de este ordenamiento jurídico.

La omisión de la solicitud de revalidación o de su negación, traerá como consecuencia la cancelación del Certificado de Aptitud y en su caso, de su calidad de Salarialmente Responsable, a su vencimiento, sin perjuicio del derecho del interesado para formular nueva solicitud.

Artículo 25 -A
Será responsabilidad única y exclusiva de los proveedores registrados, mantener la calidad de Salarialmente Responsable, por lo que en caso de ya no cumplir con esta condición, deberá dar aviso por escrito al Órgano de Control  a efecto de que este actualice la anotación en el registro, dicho aviso deberá hacerlo en un plazo de 30 días posteriores a que haya dejado de tener la calidad de Proveedor Salarialmente Responsable. 

En caso de ser omiso en la presentación de éste aviso, se dará parte al Órgano de Control para que con base en los procedimientos que correspondan, se determine la cancelación de su calidad de Salarialmente Responsable. 

En el supuesto de que el Proveedor Salarialmente Responsable deje de tener esta calidad y que tenga vigentes contratos y asignaciones con cualquier dependencia, entidad o municipio que ejerza presupuesto del erario público del Estado de Coahuila de Zaragoza, se procederá a la inhabilitación en términos de la presente ley por el Órgano de Control.  

Artículo 26.- …

A).-…

I. a VI …
Se negará la calidad de Salarialmente Responsable a todos aquellos proveedores que incumplan con los requisitos contemplados en la presente ley. 

B).- …

C).- …

I a VII …

Se cancelará la calidad de Salarialmente Responsable, a todos aquellos proveedores que incumplan con los requisitos contemplados en la presente ley. 

Contra las resoluciones que nieguen las solicitudes de inscripción o revalidación o determinen la suspensión o la cancelación del Certificado de Aptitud, o en su caso de la calidad de Salarialmente Responsable, el interesado podrá interponer recurso de inconformidad, en los términos de esta Ley.

Artículo 51.-…

I a XIII …

En igualdad de condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, se preferirá a las personas físicas o morales que hayan acreditado ser Proveedores Salarialmente Responsables, como factor para determinar la adjudicación. 

Artículo 52.-  …

I a  X …

XI. Presentar el registro vigente en el padrón de proveedores otorgado por el Órgano de Control, que en su caso, contendrá la anotación que acredita la calidad de Proveedores Salarialmente Responsables.

 XII a XXXI …

Artículo 59.- Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, y atendiendo, en su caso, la opinión y dictamen del Comité, el contrato se adjudicará a aquel cuya propuesta resulte solvente porque reúne, conforme a los criterios de adjudicación establecidos en las bases de licitación, las condiciones legales, técnicas y económicas requeridas por la convocante, y garantice satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas, y que en su caso haya acreditado ser proveedor Salarialmente Responsable.

…

Si las propuestas a que se refiere el párrafo anterior, existieran dos o más propuestas en igualdad de precio, la convocante adjudicará al licitante que hubiere ofrecido mejores condiciones en su propuesta, adicionales a las mismas establecidas en las bases, con relación a los bienes, arrendamientos o servicios a contratar; y en su caso, se encuentre inscrito en el padrón de Proveedores con la anotación que lo identifique como Proveedor Salarialmente Responsable. 

…

Artículo 63.- …

La selección del procedimiento que realicen las dependencias y entidades, se hará constar en un dictamen, el cual deberá ser firmado por el titular del área usuaria y el funcionario responsable de la unidad adquirente de los bienes o servicios, el dictamen deberá contener la justificación de las razones para el ejercicio de la opción y estar fundado en criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren al Estado las mejores condiciones de oferta, oportunidad, precio, calidad, financiamiento y promoción de Proveedores Salarialmente Responsables, según las circunstancias que concurran en cada caso; además dicho dictamen contendrá: 

I a IV….

…

…

Artículo 65.-…

…

…

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a cuando menos tres personas hayan sido declarados desiertos, el titular del área responsable de la contratación en la Dependencia o Entidad podrá adjudicar directamente el contrato, previa autorización escrita de su superior jerárquico, prefiriendo a aquellas personas físicas o morales que además de no haber tenido incumplimientos durante el ejercicio fiscal en curso en la Administración Pública Estatal, conforme a la información publicada por las áreas mencionadas, se encuentren identificadas en el padrón de Proveedores como Salarialmente Responsables.  

…

Artículo 69.- …

…

…

…

…

En los contratos que se celebren para la adjudicación de bienes o la prestación de servicios, deberá establecerse la obligación de la persona física o moral de mantenerse como Proveedor Salarialmente Responsable, en tanto dure el contrato, cuando éste sea el factor que determinó la adjudicación.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman las fracciones XIV y XV del artículo 2, el artículo 27, las fracciones III y XXXII del artículo 30, el artículo 35, el párrafo sexto del artículo 37, el párrafo segundo del artículo 40, el párrafo segundo del artículo 93, los párrafos tercero y cuarto del artículo 94 y el artículo 96; Se adicionan la fracción  XVI del artículo 2, el párrafo segundo del artículo 41, la fracción XIX. del artículo 45, los párrafos quinto y sexto del artículo 94, el párrafo tercero del artículo 95 recorriéndose el ulterior,  el artículo 96-A, el párrafo segundo del artículo 97 y el párrafo segundo del artículo 99, todos de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza:

Artículo 2.-…

I. a XIII…

XIV. Contratistas Salarialmente Responsables: Los Contratistas que hayan comprobado fehacientemente, a través de la documentación o cualquier otra prueba idónea, que sus trabajadores y los que laboren para terceros que presten servicios en sus instalaciones perciban un salario equivalente a 1.18 veces la Unidad de Cuenta del Estado de Coahuila de Zaragoza o en su caso el salario mínimo general vigente en la capital del estado, sí este fuese mayor al múltiplo de la  Unidad de Cuenta antes referido,  y cumplir con sus obligaciones en materia de seguridad social. 

XV. Secretaría: La Secretaría de Finanzas del Estado de Coahuila de Zaragoza, y

XVI. Sobre cerrado: Cualquier medio que contenga la proposición del licitante cuyo contenido solo puede ser conocido en el acto de presentación y apertura de proposiciones en los términos de la Ley.

Artículo 27.- En los procedimientos de contratación de obras públicas y de servicios relacionados con las mismas, los órganos ejecutores optarán, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos humanos del Estado, por Contratistas Salarialmente Responsables y por la utilización de bienes o servicios de procedencia nacional y los propios de la región, sin perjuicio de lo dispuesto en los convenios o tratados.

Artículo 30.- …

I. a II…

III. La indicación de que se deberá contar con el registro en el padrón de contratistas ante el Órgano de Control vigente a la fecha de presentación de propuestas y que en su caso este contenga la anotación con la que acredite la calidad  de Contratistas Salarialmente Responsable.

IV. a XXXI…

XXXII. La relación de documentos que los licitantes deberán integrar a sus proposiciones;

Se deberá señalar que para corroborar la calidad de Contratista Salarialmente Responsable, además de la revisión documental, la autoridad convocante podrá realizar las consultas que considere necesarias ante las instancias competentes. 

Se indicará la obligación de la persona física o moral que fungirá como contratista, de mantenerse como Contratista Salarialmente Responsable, en tanto dure el contrato, cuando éste sea el factor que determinó la adjudicación, mediante la entrega periódica de los documentos emitidos por la autoridad competente que permitan a la convocante corroborarlo.

XXXIII. a XXXIV…

Artículo 35.- La entrega de las propuestas presenciales se hará en sobre cerrado, en los términos solicitados en las bases de la licitación y acompañada, cuando así se disponga en las bases de licitación, de un dispositivo magnético, preferentemente disco compacto, introducido en el sobre que contenga fielmente reproducida la información de la propuesta y de los anexos indicados, y en su caso, la anotación correspondiente que acredite a las personas físicas o morales participantes ser Contratistas Salarialmente Responsables, de conformidad a lo señalado en el presente ordenamiento. La documentación distinta a la propuesta técnica y económica que específicamente señale la convocante en las bases de la licitación, podrá entregarse, a elección del licitante, dentro o fuera de dicho sobre.

Dos o más personas podrán presentar conjuntamente propuestas sin necesidad de constituir una sociedad, o nueva sociedad en caso de personas morales, siempre que, para tales efectos, en la propuesta y en el contrato se establezcan con precisión y a satisfacción de la dependencia o entidad, las partes de los trabajos que cada persona se obligará a ejecutar, así como la manera en que se exigiría el cumplimiento de las obligaciones. En este supuesto la propuesta deberá ser firmada por el representante común que para ese acto haya sido designado por el grupo de personas. En caso de que participen contratistas en conjunto, todos estos deberán acreditar la calidad de Salarialmente Responsable.

En todos los casos, se deberá preferir la especialidad, experiencia en obras similares o servicios similares y capacidad técnica de los interesados, así como a aquellos contratistas que, en su caso, hayan ejecutado obras con contratos terminados en costo y tiempo.

Artículo 37.-…
…

…

…

…

La convocante emitirá un dictamen que servirá como base para el fallo, en el que se harán constar los criterios utilizados para la evaluación de las propuestas; una reseña cronológica de los actos del procedimiento; el análisis de las proposiciones y las razones técnicas o económicas para admitirlas o desecharlas; el nombre de los licitantes cuyas propuestas fueron aceptadas por haber cumplido con los requisitos solicitados, y en su caso, si estos son Contratistas Salarialmente Responsables debidamente acreditados; el nombre de los licitantes cuyas propuestas fueron desechadas como resultado del análisis cualitativo; la relación de los licitantes cuyas propuestas calificaron como solventes de menor a mayor de acuerdo a sus montos; asimismo se asentará la fecha y lugar de elaboración así como el nombre, firma y cargo de los servidores públicos encargados de su elaboración y aprobación. 

…

Artículo 40.-…
La selección de licitantes que realicen las dependencias y entidades deberá fundarse y motivarse, según las circunstancias que concurran en cada caso, en criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad, honradez y transparencia que aseguren al Estado o sus municipios las mejores condiciones de oferta, oportunidad, precio, calidad, financiamiento y promoción de Contratistas Salarialmente Responsables.
…

…

…

…

Artículo 41.-…:

I. a XIII. …

Cuando los concursantes satisfagan la totalidad de los requerimientos de la convocante y reúnan las condiciones legales, técnicas, económicas, financieras y administrativas y por lo tanto se presente en igualdad de condiciones, se preferirá, con base en la revisión de los documentos aportados, a la persona física o moral que haya acreditado ser un Contratista Salarialmente Responsable en términos de lo establecido en la presente ley.  

Artículo 45.- …

I. a XVIII …

XIX. La obligación de la persona física o moral que fungirá como contratista, de mantenerse como Contratista Salarialmente Responsable, en tanto dure el contrato, cuando éste haya sido el factor que determinó la adjudicación.

…

…

…

Artículo 93.- …
El Órgano de Control hará del conocimiento de las dependencias, entidades y del público en general, las personas físicas y morales registradas en el padrón, así como aquellas que cuenten con la calidad de Proveedores Salarialmente Responsables, a través de los medios de difusión electrónica que establezca, a los cuales deberán acceder las dependencias, entidades y municipios para verificar la inscripción y vigencia de los Certificados de Aptitud  y en su caso la anotación que lo identifique como Proveedor Salarialmente Responsable.

…

…

Artículo 94  …

I. a VII  …

…

Las personas interesadas en acreditar su calidad de Contratista Salarialmente Responsable, deberán presentar constancias de declaraciones informativas anuales de naturaleza fiscal, de movimiento de alta o de modificación de sueldo en materia de seguridad social y de pago del Impuesto Sobre la Renta.

El Órgano de Control, podrá verificar en cualquier tiempo la veracidad de la información a que se refiere este artículo y podrá solicitar la documentación que juzgue conveniente.

Además de la revisión documental, la autoridad podrá realizar las consultas que se consideren necesarias ante las instancias competentes para corroborar la información.  

Las personas interesadas en inscribirse vía electrónica en el padrón, deberán atender los lineamientos que al efecto emita el Órgano de Control.

Artículo 95.- …

…
En el caso de que el interesado hubiere acompañado esta solicitud de los documentos mencionados en el párrafo tercero del artículo 94 de la presente ley, el certificado de aptitud  contará con una anotación con la que se acreditará la calidad de Salarialmente Responsable.

…

Artículo 96.- El Registro en el Padrón de Contratistas de la Administración Pública Estatal, y en su caso, la calidad de Contratistas Salarialmente Responsables, tendrá una vigencia anual y podrá revalidarse anualmente siempre y cuando no se incurra en alguna de las causales de suspensión o cancelación. 

Los contratistas que tengan interés en continuar inscritos en el Padrón, y en su caso, conservar la calidad de Salarialmente Responsables podrán presentar su solicitud de refrendo ante el Órgano de Control, dentro de los treinta días hábiles anteriores al vencimiento de su Certificado de Aptitud, la cual deberá ser acompañada con la información y documentos complementarios que procedan, en los términos del artículo anterior.

La inscripción y la revalidación causarán los derechos que establezca la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así mismo deberán comunicar por escrito al Órgano de Control dentro de un plazo de sesenta días naturales a partir de que suceda cualquier situación que se presente en su empresa y que modifique los datos proporcionados para obtener su Certificado de Aptitud o revalidación.

En caso de que se requiera solventar alguna observación dentro del procedimiento de trámite del Certificado de Aptitud, y en su caso, la acreditación de la calidad de Salarialmente Responsable, o revalidación de éstos, el Órgano de Control lo hará del conocimiento del solicitante a través de los medios electrónicos establecidos para ello, para que éste presente las aclaraciones y documentos pertinentes en un plazo que no exceda de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que reciba la comunicación; en caso de no ser atendida la solventación en este plazo, la solicitud se dará por cancelada, turnando la documentación para su devolución al interesado. 

Cuando el Contratista dejase de revalidar su Certificado de Aptitud y en su caso la calidad de Salarialmente Responsable, por un período de treinta y seis meses consecutivos contados a partir de la fecha de vencimiento; deberá iniciar los trámites para su inscripción en los términos del Artículo 94 de este ordenamiento jurídico.

La omisión de la solicitud de revalidación o de su negación, traerá como consecuencia la cancelación del Certificado de Aptitud a su vencimiento, sin perjuicio del derecho del interesado para formular nueva solicitud.

Artículo 96 -A

Será responsabilidad única y exclusiva de los proveedores registrados, mantener la calidad de Salarialmente Responsable, por lo que en caso de ya no cumplir con esta condición, deberá dar aviso por escrito al Órgano de Control  a efecto de que este actualice la anotación en el registro, dicho aviso deberá hacerlo en un plazo de 30 días posteriores a que haya dejado de tener la calidad de Contratista Salarialmente Responsable. 

En caso de ser omiso en la presentación de éste aviso, se dará parte al Órgano de Control para que con base en los procedimientos que correspondan, se determine la cancelación de su calidad de Salarialmente Responsable.

En el supuesto de que el Contratista Salarialmente Responsable deje de tener esta calidad y tenga vigentes contratos y asignaciones con cualquier dependencia, entidad o municipio que ejerza presupuesto del erario público del Estado de Coahuila de Zaragoza, se procederá a la inhabilitación en los términos de la presente ley por el Órgano de Control.

Artículo 97.- …

I. a IX…

Se negará la calidad de Salarialmente Responsable, a todos aquellos contratistas que incumplan con los requisitos contemplados en la presente ley.

Artículo 99.- …

I. a VII…

Se cancelará la calidad de Salarialmente Responsable, a todos aquellos contratistas que incumplan con los requisitos contemplados en la presente ley.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

SEGUNDO.- El Ejecutivo a través de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, tendrá 30 días, contados a partir de la entrada en vigor,  para establecer el proceso o mecanismo y condiciones técnicas necesarias para habilitar y adecuar los Padrones de Contratistas de Obra Pública del Gobierno del Estado y el de Proveedores de la Administración Pública del Estado, a fin de dar cumplimiento al presente decreto.

TERCERO.-  Se abrirá un plazo inicial de 90 días contados a partir de que se habilite el registro de Proveedores y Contratistas Salarialmente Responsables, para los proveedores que opten por obtener la condición de Salarialmente Responsable y con ello sean potencialmente beneficiados en los procesos de adjudicación y contratación que ejecuta la administración pública estatal.

CUARTO.- Para los proveedores y contratistas que ya se encuentren inscritos en el padrón y que estos acrediten su calidad de Salarialmente Responsables dentro del plazo del artículo anterior, se entenderá que ésta se renovará conjuntamente con su certificado de aptitud.

QUINTO.- Las disposiciones correspondientes a la Unidad de Cuenta serán aplicables una vez que haya entrado en vigor la Ley de la Unidad de Cuenta del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEXTO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente Decreto.
SÉPTIMO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 17 de agosto de 2015.
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Está cumplida la lectura del dictamen.

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer.  

Se señala que el mismo será discutido y votado primero en lo general y luego en lo particular.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

Asimismo,  aprovecho para manifestar que el Diputado Shamir Fernández no se encuentra en esta sesión por causa debidamente justificada. 

Solicita intervenir el Diputado Antonio Nerio a favor.  Adelante Diputado. 

Diputado Antonio Nerio Maltos: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Quiero expresar mi satisfacción por el dictamen aprobado en la Minuta de ayer por la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado en relación a la iniciativa de decreto planteada por el Ejecutivo del Estado por la que reforman diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contrataciones de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado de Coahuila. 

También quiero aprovechar este momento para agradecer el entendimiento y apoyo de todas las fracciones parlamentarias que integran la Comisión de Finanzas, pues gracias a ustedes hemos tenido la capacidad de llegar a estos acuerdos que aprobamos por unanimidad y que sirven para impulsar esta importante iniciativa de reforma, que sin duda de ser aprobada seguirá permitiendo que nuestro estado se transforme y siga avanzando, en lo personal me alegra que finalmente tengamos la oportunidad de votar esta iniciativa encausada en el ámbito laboral, favoreciendo a los trabajadores de nuestro estado con lo que se pretende promover la formalización del empleo y a la vez garantizar mejores condiciones de trabajo para todos aquellos que laboran para los proveedores y contratistas del Gobierno del Estado de Coahuila. 

Cabe precisar que esta iniciativa entre sus principales puntos establece estrategias efectivas para abordar el problema del empleo informal, por una parte la necesidad de generar empleos formales, por otra la necesidad de alinear incentivos para promover el paso a la formalidad, para esto se necesita una participación activa del estado, porque es quien tiene la posibilidad de facilitar este proceso de transición a través de estímulos fiscales que permitan ampliar la base de contribuyentes no solo recaudatoriamente hablando sino también ante las instituciones de seguridad social con lo cual se garantizará al trabajador su inscripción al Instituto Mexicano del Seguro Social y percibir un salario mejor remunerado equivalente a 1.18 veces el salario mínimo general vigente. 

En ese orden de ideas, al contar la clase trabajadora con seguridad social evita problemas económicos y familiares, que de no solucionarse traería consigo la pérdida de los ingresos a causa de eventualidades como las enfermedades, los accidentes, la maternidad o el desempleo, es por ello que para generar nuevas y mejores formas de contratación de bienes, servicios y obras el Gobierno del Estado crea las figuras de proveedores y contratistas salarialmente responsables, con las cuales se pretende promover la formalización del empleo y garantizar mejores condiciones de trabajo para todos aquellos que laboran para los proveedores y contratistas del Gobierno del Estado y sus Municipios. 

Los proveedores y contratistas salarialmente responsables figuraran en todos los procesos de licitación pública, invitación restringida o cuando  menos tres personas y adjudicación directa de adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que se pretenda realizar, a través de una anotación en los certificados de aptitud correspondientes, siempre y cuando presenten constancias de declaraciones informativas anuales de naturaleza fiscal, de movimiento de alta o de modificación de sueldo en materia de seguridad social y de pago de Impuesto Sobre la Renta. 

Los proveedores y contratistas salarialmente responsables son una forma de crear una cultura de legalidad entre el gobierno y los ciudadanos, y que las empresas y negocios descubran que vivir en el marco de la ley tiene más beneficios que estar fuera de ella. 

Con esta nueva política pública se pretende despertar la responsabilidad social en los patrones para con sus trabajadores, proporcionándoles certeza jurídica y contribuyendo a que el ámbito laboral del estado mejore considerablemente. 

En lo personal me congratulo de esta iniciativa, reconozco la sensibilidad del Gobernador del Estado, Lic. Rubén Moreira Valdez, para poner a consideración de este Congreso esta iniciativa de decreto por la que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contrataciones de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, pues los beneficios que plantea son importantes para la sociedad, ya que la actividad económica formal permite a las familias tener ingresos suficientes para atender a sus necesidades, así como también les da acceso a la seguridad social, por lo que reconozco la relevancia que tienen  los esfuerzos de nuestro gobernador para que el Estado siga avanzando. 

Enhorabuena con esta propuesta que se somete a nuestra consideración,  a favor de la formalización del empleo y de la creación de las figuras de proveedores y contratistas salarialmente responsables, estoy seguro que contará con el aval y el voto de todas y todos los legisladores de este Congreso quienes procuramos siempre impulsar iniciativas de justicia social. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Gracias Diputado. 

No habiendo más intervenciones, procederemos a votar en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  sírvase tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema de votación. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es de 14 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración. 

A continuación, esta Presidencia pide a las Diputadas y Diputados que deseen reservar algún artículo en lo particular lo indiquen mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención, solicitándoles de igual forma a quienes hagan uso de la palabra, que al final de su intervención entreguen por escrito a esta Presidencia la propuesta de modificación correspondiente. 

La Diputada Lariza Montiel.  Adelante. 

Diputada Lariza Montiel Luis:

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Únicamente para en relación al Transitorio 5º del dictamen que se acaba dar lectura y que se pone a consideración, se refiere en el sentido de señalar que las disposiciones correspondientes a la unidad de cuenta serán aplicables una vez que haya entrado en vigor la Ley de Unidad de Cuenta del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta es una iniciativa que se encuentra en proceso de dictaminación en la presente  Legislatura pero que aún no se encuentra votada por este Pleno, por lo que me parecería nada más que por una cuestión de orden legislativo,  habría que esperar a su trámite para poder incluir una referencia dentro de un marco legal que estamos aprobando y que es bastante positivo,  pero para efecto de dar certeza esta sería la única solicitud, solicitud de eliminar el Artículo 5º Transitorio del presente dictamen. 

Muchas gracias. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Solicitamos a la Diputada Lariza Montiel haga entrega por escrito de la propuesta para lo cual concedemos un breve tiempo. 

A continuación, procedo a dar lectura a la propuesta de reserva suscrita por la Diputada Lariza Montiel con relación al Transitorio 5º que dice: Se solicita la eliminación del Artículo 5º Transitorio del dictamen, así como las referencias particulares en los numerales de la reforma relativos a la unidad de cuenta en virtud de no existir aún agotado el proceso legislativo relativo a la iniciativa de la Ley de Unidad de Cuenta del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Sometemos a discusión la propuesta de reserva, con relación al Artículo 5º Transitorio.  Si alguien desea intervenir, por favor manifiéstelo mediante el sistema electrónico. 

Tenemos la solicitud del Diputado Antonio Nerio, ¿alguien más que desee intervenir?  La Diputada Lariza Montiel ¿alguien más?  Adelante Diputado Antonio Nerio. 

Diputado Antonio Nerio Maltos: 

Muchas gracias Diputada Presidenta. 

Únicamente pues comentar que entiendo la inquietud de la Diputada Lariza en el sentido de que todavía no entra en vigor la unidad de cuenta en relación al Artículo 5º Transitorio, nada más comentar que precisamente es una salvedad, una vez que entrara en vigor la unidad de cuenta, pues sería aplicable, por eso pues yo considero que debemos dejarlo como está y así como fue leído originalmente. 

Gracias. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Sometemos a votación de los y las Diputadas la propuesta.  

A continuación tenemos la intervención de la Diputada Lariza Montiel.

Diputada Lariza Montiel Luis:

Muy amable Diputada Presidenta. 

Diputado Nerio, efectivamente la redacción del transitorio se refiere a que una vez que entre en vigor la Ley de Unidad de Cuenta serán aplicables que concretamente están referidas en los Artículos 2º fracción V, tanto de la Ley de Adquisiciones, Arrendamiento y Servicios como de la Ley de Obras del Estado. 

Sin embargo y,  bueno,  nada más quisiera yo dejar asentado que la razón de esta reserva y de la consideración que yo pongo a su votación pues es que se está incluyendo con independencia de esta particular observación, este transitorio, se está incluyendo dentro de un texto legal una figura que legalmente no existe, porque no es que no esté publicada aún la Ley de Cuenta Pública, sino que aún no está dictaminada y no está votada por este Pleno esta ley, por lo tanto la figura es inexistente, esa figura aún cuando se encuentra en una iniciativa del Ejecutivo es inexistente y por respeto a la investidura de este Congreso, por principio de cuentas y,  segundo,  porque esta investidura y el desempeño de nosotros es lo que le da certeza a los ciudadanos coahuilenses respecto del contenido de las leyes que nos rigen, me parecería que el mantener la referencia en estos Artículos 2º fracción XIV, perdón, en un monto o en un equivalente al salario mínimo vigente y en su oportunidad cuando esta Ley de Unidad de Cuenta fuera discutida y en su caso aprobada, pues pudiera aplicarse de manera general y al contrario en un transitorio de aquella ley la referencia en sustitución del Salario Mínimo vigente, no iniciar por señalar una figura que no existe antes de su discusión por este Pleno, sino al revés que una vez que en un momento dado se discuta y si es el caso de su aprobación en el transitorio de aquella ley hacer la referencia a todas las disposiciones que establezcan salarios mínimos la sustitución como esa es la presentación de la iniciativa que hemos escuchado. 

Es cuanto, esa es la razón por la cual se solicita la eliminación del Artículo 5º, así como la referencia específica en los Artículos 2º fracciones XIV. 

Es cuanto, Diputada Presidenta.  Gracias. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputada.

A continuación sometemos a votación la propuesta de reserva suscrita por la Diputada Lariza Montiel con relación al Artículo 5º Transitorio, repetimos el procedimiento a fin de que quede claro, se abrirá el sistema de votación, los Diputados y las Diputadas que estén de acuerdo en aprobar la propuesta suscrita por la Diputada Lariza en cuanto a la  eliminación del Artículo 5º transitorio votarán a favor, quienes estén en contra de la propuesta de la Diputada Lariza Montiel y a favor de conservar la iniciativa tal como fue suscrita en el dictamen original votarán en contra. 

Ha quedado, sí quiero preguntar si ha quedado claro el procedimiento, si alguien tuviera alguna duda por favor manifiéstenlo.  Estando claros en ese sentido se abre el sistema de votación. 

Se cierra el sistema y asimismo solicito al Diputado Sergio Garza Castillo tome nota sobre el resultado de la votación y nos informe. 

Diputado Secretario Sergio Garza Castillo:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 2 votos a favor; 12 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva: 

Gracias Diputado. 

Resuelta la aprobación en el sentido de que fue rechazada la propuesta de reserva con respecto al Artículo 5º Transitorio.  En cuanto a los artículos que se reservaron para ser discutidos en lo particular esta Presidencia declara aprobado en lo general, por unanimidad y en lo particular por mayoría el proyecto de decreto contenido en el dictamen, por lo que habiéndose aprobado debe procederse a la formulación del decreto para ser enviado al Ejecutivo a fin de que lleve a cabo su promulgación, publicación y observancia. 

Le solicito al Diputado Secretario Sergio Garza Castillo se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Desarrollo  Económico, Competitividad y Turismo consignado en el punto 6 E del Orden del Día. 

Diputado Secretario  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Presidenta. 

DICTAMEN de la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforman y adicionan diversos Artículos de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier Díaz González, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Que por instrucción de la Presidenta de la Mesa Directiva del Congreso del Estado, el día 19 del mes de mayo del presente año, se turnó a la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, la Iniciativa a que se ha hecho referencia; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, con fundamento en los artículos 82, 83, 95, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.
SEGUNDO.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforman y adicionan diversos Artículos de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier Díaz González, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

“Los esquemas que permiten la participación privada en el desarrollo de infraestructura y provisión de servicios son un fenómeno que se ha extendido mundialmente.

La experiencia internacional, sobre todo la europea del uso de estos esquemas en los sectores de carreteras, hospitales y del agua demuestran, una aceptación creciente de estos arreglos como mecanismos complementarios  o alternativos a las necesidades públicas de infraestructura y servicios. 

En América Latina y el Caribe la adopción de este tipo de esquemas es más reciente sin embargo países como Brasil, Chile, Perú y Colombia  los han utilizado de manera muy provechosa.

Su creciente utilización, se debe a que los mismos, ofrecen resultados en importantes ámbitos como lo son, la aceleración de la provisión de infraestructura al ofrecer la posibilidad de traducir un pago anticipado de capital en un flujo constante de fondos por servicios requeridos, lo cual se traduce en que los proyectos proceden aún cuando la disponibilidad de capital público sea restringida; la implementación acelerada que estos esquemas permiten al adjudicarse al particular la responsabilidad de diseñar y construir el proyecto, además el flujo de pagos provee un incentivo en el privado de entregar los proyectos en periodos de tiempo más cortos; la reducción en los costos de vida total del proyecto; una mejor adjudicación de los riesgos, distribuyéndosele a quien mejor lo pueda manejar, ya sea la entidad pública o el inversionista; Se mejoran incentivos para el desempeño; Se mejora la calidad y el precio del servicio, como resultado de una mejor integración de los servicios a través del uso de los activos, y el mejor aprovechamiento de las economías a escala, la introducción de innovación en la entrega del servicio, incentivos o sanciones que se incluyen en los contratos de los proyectos y Se mejora la gestión Pública, a través de la transferencia de la responsabilidad de la provisión del servicio público a quién puede ofrecerlo de manera más eficiente. Además al exponer la provisión del servicio público a la competencia, permite que el costo del servicio se compare con estándares del mercado, lo que asegura que se alcanza la mejor calidad y precio.

Expertos académicos en el tema como Bracy & Moldovan, Medayle, y Sanger & Crawley aseguran que, si bien es cierto los beneficios de estos esquemas son muchos, es preciso cuidar algunos aspectos a fin de que los mismos sean exitosos, como lo son  el asegurar el control por parte de la entidad pública de activos públicos valiosos, supervisión pública, participación ciudadana durante el proceso de desarrollo de los proyectos, la existencia de mecanismos de rendición de cuentas, asegurar que los proyectos cuenten con la rentabilidad social requerida, buscar una correcta distribución de riesgos y la existencia de mecanismos de solución de controversias eficientes.
En este mismo sentido la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha establecido que para que este tipo de esquemas sean exitosos deben garantizarse una serie de condiciones esenciales. Primeramente se requiere de un marco normativo e institucional específico y sólido, con procedimientos y procesos que produzcan proyectos con la mayor relación calidad-precio. Además este marco requiere ser adoptado y aplicado a través de un enfoque de arriba hacia abajo en donde los tomadores de decisiones del más alto nivel gubernamental conozcan los proyectos, sus objetivos, costos, beneficios y retos.

Otro elemento  fundamental que debe estar considerado en el marco normativo e institucional consiste en establecer en el mismo las especificaciones que deberán contener los contratos, entre las cuales deben contemplarse  la clasificación  medición y asignación del riesgo al que mejor lo pueda manejar.

Una vez que se cuenta con este marco normativo e institucional y que este cumple con las  características descritas anteriormente, se debe asegurar que del mismo fluya un marco organizacional con roles claros y capacidades específicas para contratar y mantener un proyecto de esta naturaleza. 

Debe haber una autoridad encargada de asegurarse de que los proyectos que sean una prioridad estatal, otra encargada de evaluar el proyecto a profundidad y una autoridad contratante responsable de implementar directamente los proyectos en los sectores específicos. Adicionalmente, debe garantizarse la existencia de una autoridad auditora, que evalué de manera ex post los proyectos.

Para la OCDE tanto el marco normativo e institucional al que nos referimos, como los contratos de los proyectos deben ser claros, transparentes, predecibles y no crear barreras a la entrada de mercados.  El acceso a la información y procesos de decisión en torno a estos proyectos deben ser abiertos al público en general. 

Debe proveerse un ambiente regulatorio con una alta integridad de acuerdo a las características previamente señaladas.

Por último la OCDE considera que estos proyectos deben generar y mantener competencia en los mercados e introducir nuevos competidores.

Por lo que hace a nuestro País, el gobierno federal al igual que algunos gobiernos estatales desde hace más de una década han adoptado algunos de estos esquemas.

A nivel federal los proyectos que permitían algún tipo de asociación público- privada  se iniciaron en el marco de importantes reformas de liberalización y privatización en los mercados mexicanos.

En este contexto a mediados de los noventas se dieron los primeros cambios institucionales mediante la modificación de leyes para producir  bienes públicos y la construcción de infraestructura, a través de esquemas conocidos como PIDIREGAS. 

Los PIDIREGAS permitían que inversionistas privados, con fondos de inversión privada construyeran y transfirieran obra pública al gobierno, quien a su vez se comprometía a cubrir el costo de esta inversión por medio de la generación de ingresos derivados de la operación de dicha infraestructura y realizando pagos diferidos en un plazo largo, de conformidad a lo pactado en un contrato. El marco institucional de estos proyectos sólo permitía su realización en los sectores estratégicos planeados conforme a los artículos 25 y 28 de la Constitución Federal.

En menos de una década posterior a la creación de los PIDIREGAS, el marco normativo e institucional evolucionó de nuevo para permitir la participación privada no solo en la construcción de infraestructura, sino también en su diseño, operación, mantenimiento y financiamiento para la prestación de servicios públicos. Con ello se permitió este tipo de participación  en sectores como el de salud, educación y el carretero.

La modificación al marco institucional que permitió lo anterior consistió en la publicación de reglas para desarrollar lo que desde entonces se conoce como Proyectos para la Prestación de Servicios, publicadas en el Diario Oficial el 9 de enero de 2004. Dichas normas preveían que el esquema no solo estuviera a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sino también de la Secretaría de la Función Pública, ésta última encargada de vigilar los procesos de las compras públicas con recursos de la federación. 

De acuerdo a un estudio del Programa para el Impulso de Asociaciones Público Privadas en Estados Mexicanos, del Banco Interamericano de Desarrollo, la implementación de los Proyectos para la Prestación de Servicios en México, significó un rompimiento de paradigmas respecto al desarrollo de infraestructura en Latinoamérica, promoviendo la adecuada planeación, autorización y seguimiento de proyectos, especialmente en el sector de infraestructura social. Así mismo las bondades del esquema han promovido su implementación en el ámbito estatal, mejorando aspectos técnicos y la administración y mitigación de riesgos con base en las lecciones aprendidas del gobierno federal.

Este mismo Programa del Banco Interamericano de Desarrollo  ha realizado un trabajo descriptivo y de impacto con el objeto de evaluar la adopción e implementación del esquema de Proyectos para la Prestación de Servicios concluyendo que han tenido éxito en su adopción, lo que los ha convertido en el principal esquema  promovido por los gobiernos estatales. Además en la evaluación se asegura que estos proyectos han generado beneficios económicos superiores a los que se habrían obtenido si los proyectos se hubieran llevado a cabo mediante esquemas tradicionales.

En el año 2012 entró en vigor en nuestro país la Ley de Asociaciones Público- Privadas y con esto México dio un paso importante a nivel federal para proveer de mayor seguridad y certeza jurídica a los inversionistas privados que se asocian con gobierno compartiendo riesgos, en proyectos de infraestructura a largo plazo, formalizándose el esquema para conjuntar recursos  privados y estatales con el objeto de generar importantes ahorros a las finanzas públicas, la ley también incluye un importante componente de transparencia, a través del cual instruye a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a mantener registros públicos de todas las obras y contratos.

En lo que respecta al nivel local, son ya 25 estados que cuenta con leyes para regular la relación entre el gobierno y el sector privado en proyectos de inversión, de este número 8 de ellos han optado marcos institucionales específicos para Asociaciones Público – Privadas y los 17 restantes adoptaron marcos para esquemas de Proyectos para la Prestación de Servicios.

En el caso concreto del Estado de Coahuila de Zaragoza, desde el año 2009 se encuentra vigente la Ley de Proyectos para la Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. Ordenamiento que si bien es cierto contempla ya muchas de las recomendaciones de los organismos internacionales a los que se ha hecho referencia en esta exposición, requiere de modificaciones que garanticen su efectividad.

Es así como a través de la presente iniciativa se pretende actualizar la normatividad coahuilense incorporando en ella las mejores prácticas internacionales en la materia, tomando  en cuenta los avances y experiencia ganados en la federación y en otras entidades federativas.

Para ello, primeramente se propone abrir la posibilidad de que estos esquemas puedan utilizarse en proyectos de inversión pública, investigación aplicada o innovación tecnológica y regular lo relativo a aquellos casos en los que por circunstancias  especiales del proyecto se requiera la intervención de dos o más dependencias o entidades.

En segundo término se incluyen los principios que deberán orientar  los actos del concurso dentro de los cuales se encuentran el de legalidad, libre concurrencia y competencia, objetividad, imparcialidad transparencia y publicidad, previéndose también que la convocante deberá en todo caso buscar adjudicar los proyectos en las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes

Con el propósito de revestir de mayor certeza a estos esquemas se añade a los sujetos que se encuentran impedidos para presentar proposiciones y celebrar contratos a aquellas personas que presenten créditos fiscales determinados no pagados provenientes de contribuciones locales o federales  y a las personas condenadas, mediante sentencia firme dentro de los tres años inmediatos anteriores a la fecha de la convocatoria, por incumplimiento de contratos celebrados con dependencias o entidades y se desarrollan los procedimientos de invitación restringida y adjudicación directa.

En este tenor se incorporan también los derechos y obligaciones del inversionista proveedor de entre los cuales podemos mencionar,  el derecho  a recibir las contraprestaciones por el desarrollo del proyecto, previstas en el régimen financiero del contrato, a solicitar prorroga de los plazos del contrato, cuando éstos se hayan demorado por causas imputables a la dependencia o entidad y a recibir las indemnizaciones previstas en el contrato por los daños originados por las demoras mencionadas, la obligación de prestar los servicios contratados con los niveles de desempeño convenidos, de contratar los seguros y asumir los riesgos establecidos en el contrato, de proporcionar la información financiera y de cualquier otra naturaleza que solicite la dependencia,  entidad o cualquier otra autoridad competente y la de permitir y facilitar la supervisión y auditorías conforme a las disposiciones aplicables y al contrato.

Por lo que hace a los derechos de la dependencia o entidad contratante a través de la presente iniciativa se pretende establecer que en caso de que así lo permita la rentabilidad del proyecto y según se haya establecido en la convocatoria, en las  bases y en el contrato respectivo la dependencia o entidad podrá exigir al inversionista proveedor el reembolso del valor de los inmuebles, bienes y derechos aportados por dependencias o entidades del sector público utilizados en el proyecto; el reembolso de las cantidades por concepto de remanentes y otros rubros en la forma y términos que se establezcan en las bases o en el contrato o el pago de derechos por la supervisión y vigilancia de la ejecución de la obra o de la prestación de los servicios.

Aunado a lo anterior, en este proyecto se incorpora un capítulo relativo a la  intervención de la dependencia o entidad en la preparación, ejecución de la obra, prestación de los servicios, o en cualquier otra etapa del desarrollo de un proyecto, cuando a su juicio el inversionista proveedor incumpla sus obligaciones, por causas imputables a ésta, y ponga en peligro grave el desarrollo mismo del proyecto.

Para tales efectos,  se dispone que, deberá notificarse al inversionista proveedor la causa que motiva la intervención, y señalar un plazo para subsanarla. 

Si dentro del plazo establecido el inversionista proveedor no la corrige, la dependencia o entidad procederá a la intervención, sin perjuicio de las sanciones y responsabilidades en las que, en su caso, incurra el inversionista proveedor.

En estos supuestos, y según se haya convenido en el contrato respectivo, podrá procederse a la terminación anticipada del propio contrato.

La intervención tendrá la duración que la dependencia o entidad determine, sin que el plazo original y, en su caso, prórroga o prórrogas, puedan exceder, en su conjunto, de tres años.

El inversionista proveedor podrá solicitar la terminación de la intervención, cuando demuestre que las causas que la originaron quedaron solucionadas y que, en adelante, está en posibilidades de cumplir con las obligaciones a su cargo.

El proyecto también contempla la incorporación de mecanismos de transparencia y participación ciudadana como es el caso de que cualquier ciudadano pueda asistir a los diferentes actos del concurso, en calidad de observador y la creación de un registro de los proyectos para la prestación de servicios a cargo de la Secretaría de Finanzas en el cual deberá publicarse entre otras cosas:

· El nombre del proyecto;

· El número de licitación y/o registro del sistema electrónico de información pública gubernamental CompraNet;

· El nombre del convocante;

· El nombre del inversionista proveedor;

· El plazo del contrato;

· El monto total del proyecto;

· El  monto de los pagos programados y ejecutados durante el ciclo de vida del proyecto;

· Los Indicadores asociados a la rentabilidad social, financiera y económica del proyecto.”

TERCERO.- Una vez analizada la Iniciativa de Decreto objeto del presente Dictamen, los integrantes de la Comisión Dictaminadora en comento, coincidimos con la necesidad de alinear la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios del Estado de Coahuila de Zaragoza; con la Ley de Asociaciones Público – Privadas, así como a las recomendaciones de organismos internacionales, lo anterior, con la finalidad de dotar de mayor seguridad y certeza jurídica tanto a los inversionistas privados que se asocian con el gobierno, como al propio gobierno; así como, para abrir la posibilidad de que nuevos esquemas puedan utilizarse en proyectos de inversión pública, investigación aplicada o innovación tecnológica y regular lo relativo a aquellos casos en los que por circunstancias  especiales del proyecto se requiera la intervención de dos o más dependencias o entidades.

Asimismo, coincidimos con la importancia que representa que los concursos de licitación y adjudicación, estén revestidos  de legalidad, libre concurrencia y competencia, objetividad, imparcialidad transparencia y publicidad, imponiendo a que la convocatoria que se expida, busque adjudicar los proyectos en las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Lo anterior sin lugar a dudas otorgará mayor certidumbre jurídica a los procesos de licitación y adjudicación que se realicen.

En este contexto, por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman el artículo 1, la fracción II del artículo 2, los párrafos primero y tercero del artículo 3, el artículo 4, el párrafo tercero del artículo 14, las fracciones X, XI,XII del artículo 21, Las fracciones III y IV del artículo 22, el párrafo primero del artículo 23, el párrafo tercero del artículo 36, el párrafo primero y último así como las fracciones III y V del artículo 38, los párrafos segundo y tercero del artículo 39, el artículo 40, los párrafos primero y segundo del artículo 41, el párrafo primero del artículo 42, el artículo 4, la fracción III del artículo 44 y el artículo 45. Se adiciona el artículo 5-A, el último párrafo al artículo 14, el artículo 14-A, el último párrafo al artículo 19, la fracción XIII del artículo 21, las fracciones V, VI, VII del artículo 22, los artículos 22-A, 22-B, 25-A, 25-B, 26-A, 26B, 26-C, 26-D, El Capítulo VII-A que comprende de los artículos 37-A al 37-E, de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 1. La presente Ley, es reglamentaria de los artículos 67 fracción XXXIII y  158-P fracción IV, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y tiene por objeto regular las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, evaluación, aprobación, control, licitación, contratación y ejecución de Proyectos para Prestación de Servicios que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal  así como proyectos de inversión productiva, investigación aplicada y/o de innovación tecnológica. 

Artículo 2. …

I. …

II.
Órgano de Control: La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Poder Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza o  las contralorías municipales, según corresponda;
III. a VIII.
…
Artículo 3. La interpretación de esta Ley para efectos administrativos, corresponde a la Secretaría y al Órgano de Control en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 

...

Las Entidades Públicas deberán observar las reglas o disposiciones generales que emitan la Secretaría y al Órgano de Control, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, las que deberán publicarse en el Periódico Oficial del Estado.

Artículo 4. En lo previsto por esta Ley y demás disposiciones que de ella se deriven, serán aplicables a falta de norma expresa, en forma supletoria Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios del Estado de Coahuila de Zaragoza y su Reglamento y el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 5-A. Cuando por las condiciones especiales del proyecto se requiera la intervención de dos o más dependencias o entidades, cada una de ellas será responsable de los trabajos que le correspondan, sin perjuicio de la responsabilidad que, en razón de sus respectivas atribuciones, tenga la encargada de la planeación, programación y presupuestación en su conjunto.

Artículo 14. ...

...

A todos los actos de la licitación o adjudicación, las Entidades Públicas deberán invitar al Órgano de Control, el cual podrá acreditar representantes que verifiquen el cumplimiento de la Ley.

Cualquier persona podrá asistir a los diferentes actos del concurso, en calidad de observador, previo registro de su participación ante la convocante. Los observadores se abstendrán de intervenir en cualquier forma en el concurso.

Artículo 14-A. Los actos  a los que se refiere el artículo anterior se orientarán por los principios de legalidad, libre concurrencia y competencia, objetividad e imparcialidad, transparencia y publicidad.

Artículo 19. …

La convocante deberá en todo caso buscar adjudicar los proyectos en las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Artículo 21.  …

I. a   IX …

X.
Las que contraten servicios de asesoría, consultoría y apoyo o de otra naturaleza de cualquier tipo de personas en materia de contrataciones gubernamentales, si se comprueba que todo o parte de las contraprestaciones pagadas al prestador del servicio, a su vez, son recibidas por servidores públicos por sí o por interpósita persona, con independencia de que quienes las reciban tengan o no relación con la contratación; 

XI.
Aquellas personas que presenten créditos fiscales determinados no pagados provenientes de contribuciones locales o federales; 

XII.
Las personas condenadas, mediante sentencia firme dentro de los tres años inmediatos anteriores a la fecha de la convocatoria, por incumplimiento de contratos celebrados con dependencias o entidades; y

XIII. Las demás que por cualquier causa se encuentren impedidas para ello por disposición de Ley.

Artículo 22. …

I. a  II.
…
III.
El Contrato sólo pueda celebrarse con una determinada persona por ser titular de la propiedad intelectual u otros derechos exclusivos; 

IV.
Existan razones justificadas para que, por la especialidad tecnológica de los servicios, deba prestarlos una persona determinada;
V. No existan opciones suficientes de desarrollo de infraestructura o equipamiento, o bien, que en el mercado sólo exista un posible oferente;

VI. Existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales importantes, cuantificables y comprobables; o

VII. Se acredite la celebración de una alianza estratégica que lleven a cabo las dependencias y entidades con personas morales dedicadas a la ingeniería, la investigación y a la transferencia y desarrollo de tecnología, a fin de aplicar las innovaciones tecnológicas en la infraestructura estatal.

.... 

Artículo 22-A. El procedimiento de invitación restringida se sujetará, además de lo dispuesto por esta ley y las demás disposiciones aplicables, a lo siguiente: 

I. 
Se deberá contar con al menos tres propuestas económicas solventes, de lo contrario se declarará desierta;  

II.
En las invitaciones se indicarán, como mínimo, la cantidad y descripción completa de los bienes o servicios requeridos, o indicación de los sistemas empleados para identificación de los mismos, plazo de entrega, el cual se fijará de acuerdo a las necesidades o premura del requerimiento de los mismos y lugar de entrega, así como condiciones de pago;

III.
Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para cada operación atendiendo al tipo de bienes o servicios requeridos, así como a la complejidad para elaborar la propuesta. 

Artículo 22-B. El procedimiento de adjudicación directa, se sujetará, además de lo dispuesto por esta ley y las demás disposiciones aplicables, a lo siguiente:
I. 
La dependencia o entidad deberá solicitar cotizaciones por escrito a por lo menos tres Inversionistas Proveedores, salvo en los casos  exceptuados en la presente ley o en las demás disposiciones aplicables; 

II. 
La dependencia o entidad deberá entregar los documentos y la información que permita la participación de los Inversionistas Proveedores,  en igualdad de condiciones; 

III. 
La solicitud de cotización se formulará a las personas físicas y morales que tengan capacidad legal, técnica y económica para cumplir con el contrato que en su caso se les asigne; 

IV. 
Para la dependencia o entidad será opcional celebrar una junta de aclaraciones para proporcionar mayor información o aclarar las dudas de los participantes; 

V.  
La dependencia o entidad podrá asignar con solo una propuesta económica solvente el contrato o pedido respectivo, previa comprobación de que los precios propuestos resultan aceptables de acuerdo a los precios existentes en el mercado. 

Artículo 23. Los Contratos derivados de un Proyecto, conforme a la presente Ley, deberán ser suscritos dentro de los 45 días naturales siguientes a la fecha de fallo de la licitación pública, invitación restringida o adjudicación directa. 

…

Artículo 25-A. El inversionista proveedor  tendrá, los siguientes derechos, sin perjuicio de los que establezcan las demás disposiciones aplicables:

I. Recibir las contraprestaciones por el desarrollo del proyecto, previstas en el régimen financiero del contrato;

II. Solicitar prorroga de los plazos del contrato, cuando éstos se hayan demorado por causas imputables a la dependencia o entidad; y

III. Recibir las indemnizaciones previstas en el contrato, por los daños originados por las demoras mencionadas en la fracción inmediata anterior.

Artículo 25-B. El inversionista proveedor tendrá, por lo menos, las siguientes obligaciones, sin perjuicio de las que establezcan las demás disposiciones aplicables:

I. Prestar los servicios contratados, con los niveles de desempeño convenidos;

II. En su caso, ejecutar la obra de infraestructura requerida para la prestación de los servicios objeto del contrato;

III. Cumplir con las instrucciones de la dependencia o entidad, cuando se expidan con fundamento legal o de acuerdo a las estipulaciones del contrato;

IV. Contratar los seguros y asumir los riesgos establecidos en el contrato;

V. Proporcionar la información financiera y de cualquier otra naturaleza que solicite la dependencia o entidad y cualquier otra autoridad competente;

VI. Permitir y facilitar la supervisión y auditorías conforme a las disposiciones aplicables y al contrato;

VII. Guardar confidencialidad respecto de la información y documentos relativos al proyecto, en el alcance y plazos señalados en el contrato; y

VIII. Cumplir con el régimen de comunicación social pactado en el contrato.

Artículo 26-A. En caso de que así lo permita la rentabilidad del proyecto y según se haya establecido en la convocatoria, en las  bases y en el contrato respectivo, la dependencia o entidad podrá exigir al inversionista proveedor, con independencia de lo que señalen otras disposiciones aplicables, alguna o algunas de las prestaciones siguientes:

I. El reembolso del valor de los inmuebles, bienes y derechos aportados por dependencias o entidades del sector público, utilizados en el proyecto;

II. El reembolso de las cantidades por concepto de remanentes y otros rubros en la forma y términos que se establezcan en las bases o en el contrato.

III. El pago de derechos por la supervisión y vigilancia de la ejecución de la obra o de la prestación de los servicios, previstos en las disposiciones legales aplicables; o

IV. Cualquier otra que las partes estipulen en el contrato.

Los seguros que el inversionista proveedor deberá contratar y mantener vigentes cubrirán, por lo menos, los riesgos a que estén expuestos los usuarios, la infraestructura y todos los bienes afectos al servicio, así como los de responsabilidad civil.

Para estos efectos, el inversionista proveedor contratará con empresa especializada, previamente aprobada por la dependencia o entidad, la elaboración de un estudio de riesgos, coberturas, indemnizaciones, montos mínimos, vigencia y demás términos y condiciones de los seguros.

Dicho estudio servirá de base para que las partes acuerden las características y alcances de tales seguros.

Artículo 26-B. La subcontratación de la ejecución de la obra o de la prestación de los servicios sólo podrá realizarse en los términos y condiciones establecidos en las bases, y expresamente pactados por las partes y previa autorización de la dependencia o entidad. En todo caso, el inversionista proveedor será el único responsable ante la dependencia o entidad.

Artículo 26-C. Los derechos del inversionista proveedor, derivados del contrato, podrán darse en garantía a favor de terceros, o afectarse de cualquier manera, en los términos y condiciones que el propio contrato señale y previa autorización de la dependencia o entidad.

Artículo 26-D. El inversionista proveedor podrá ceder los derechos del contrato, total o parcialmente, previa autorización de la dependencia o entidad.

Esta cesión sólo podrá llevarse a cabo en los supuestos, términos y condiciones previstos en el propio contrato.

Artículo 30. El Órgano de Control, en el ejercicio de sus facultades, podrá verificar, en cualquier tiempo, que los servicios previstos en los Contratos, se realicen conforme al mismo, a lo establecido en esta Ley o en otras disposiciones aplicables.

Artículo 31-A. La Secretaría coordinará y publicará un registro para efectos estadísticos con la información relativa a los proyectos y publicará de manera sistemática la información siguiente:

a) Nombre del proyecto;

b) Número de licitación y/o registro del sistema electrónico de información pública gubernamental CompraNet;

c) Nombre del convocante;

d) Nombre del inversionista proveedor;

e) Plazo del contrato;

f) Monto total del proyecto;

g) Monto de los pagos programados y ejecutados durante el ciclo de vida del proyecto;

h) Indicadores asociados a la rentabilidad social, financiera y económica del proyecto, en los términos que determine el Reglamento;

i) Otra información que la Secretaría considere relevante.

Dicha información será de carácter público, a excepción de aquélla de naturaleza reservada o confidencial, en términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones aplicables.

Artículo 36. ....

....

El Órgano de Control enviará al Ayuntamiento, dentro de los 35 días siguientes al término de cada trimestre calendario, un informe sobre la situación que guardan los Contratos celebrados por las Entidades Municipales y el avance de ejecución de los Proyectos correspondientes durante dicho trimestre.

Capítulo VII-A

De la Intervención del Proyecto

Artículo 37-A. La dependencia o entidad podrá intervenir en la preparación, ejecución de la obra, prestación de los servicios, o en cualquier otra etapa del desarrollo de un proyecto, cuando a su juicio el inversionista proveedor incumpla sus obligaciones, por causas imputables a ésta, y ponga en peligro grave el desarrollo mismo del proyecto.

Para tales efectos, deberá notificar al inversionista proveedor la causa que motiva la intervención, y señalar un plazo para subsanarla. Si dentro del plazo establecido el inversionista proveedor no la corrige, la dependencia o entidad procederá a la intervención, sin perjuicio de las sanciones y responsabilidades en las que, en su caso, incurra el inversionista proveedor.

En estos supuestos, y según se haya convenido en el contrato respectivo, podrá procederse a la terminación anticipada del propio contrato.

Artículo 37-B. En la intervención, corresponderá a la dependencia o entidad la ejecución de la obra o prestación del servicio y, en su caso, las contraprestaciones que por este último correspondan. Al efecto, podrá designar a uno o varios interventores, utilizar al personal que el inversionista proveedor venía utilizando y contratar a un nuevo constructor u operador.

La intervención no afectará los derechos adquiridos por terceros de buena fe relacionados con el proyecto.

Artículo 37-C. La intervención tendrá la duración que la dependencia o entidad determine, sin que el plazo original y, en su caso, prórroga o prórrogas, puedan exceder, en su conjunto, de tres años.

El inversionista proveedor podrá solicitar la terminación de la intervención, cuando demuestre que las causas que la originaron quedaron solucionadas y que, en adelante, está en posibilidades de cumplir con las obligaciones a su cargo.

Artículo 37-D. Al concluir la intervención, se devolverá al inversionista proveedor la administración del proyecto y los ingresos percibidos, una vez deducidos todos los gastos y honorarios de la intervención, así como las penalidades en las que, en su caso, hubiere incurrido.

Artículo 37-E. Si transcurrido el plazo de la intervención, el inversionista proveedor no está en condiciones de continuar con sus obligaciones, la dependencia o entidad procederá a la rescisión del contrato y, en su caso, a la revocación de las autorizaciones para el desarrollo del proyecto o, cuando así proceda, a solicitar su revocación a la autoridad que las haya otorgado.

En estos casos, la dependencia o entidad podrá encargarse directamente de la ejecución de la obra y prestación de los servicios, o bien contratar a un nuevo inversionista proveedor mediante concurso en términos del capítulo cuarto de la Ley.

Artículo 38. Los licitantes podrán inconformarse por escrito ante el Órgano de Control, contra los actos que se lleven a cabo en cualquier etapa o fase del procedimiento  o contra el fallo de la licitación, que contravengan las condiciones definidas por la Convocatoria, bases y Ley. 

…

…

I. …

II.
…

III.
El Órgano de Control acordará lo que proceda sobre la admisión de la inconformidad y de las pruebas que el promovente hubiere ofrecido, que deberán ser pertinentes e idóneas para dilucidar las cuestiones controvertidas. El desahogo de las mismas se hará dentro del plazo de diez días hábiles a partir de su aceptación, el que será improrrogable; salvo lo señalado en el último párrafo de este artículo;

IV.
…

V.
El Órgano de Control, según el caso, podrá pedir que se le rindan los informes que estime pertinentes por parte de quienes hayan intervenido en el acto reclamado; y

VI.
…

De considerarlo pertinente, el Órgano de Control podrá solicitar dentro de un plazo de tres días hábiles a la Entidad Pública designe un perito en la materia, para que emita el dictamen correspondiente, el cual deberá emitirse en un plazo de diez días hábiles contados a partir de la notificación de la solicitud. De haber contradicción entre los dictámenes periciales presentados, se procederá a nombrar un perito tercero en discordia.  

Artículo 39.…

Corresponderá al Órgano de Control resolver sobre la misma, tomando en cuenta que con ella no se cause perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público. 

Para que la suspensión proceda, el inconforme deberá garantizar los daños y perjuicios que se pudieran ocasionar, mediante fianza por el monto que fije el Órgano de Control en los términos del Reglamento de esta Ley. 

Artículo 40. El Órgano de Control, en atención a las inconformidades a que se refiere el artículo anterior, substanciará el procedimiento y resolverá en un plazo que no excederá de sesenta días hábiles contados a partir de la fecha de su presentación.

En la substanciación del procedimiento, el Órgano de Control deberá otorgar la participación a los terceros interesados que puedan ser afectados con motivo de la resolución.

Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, el Órgano de Control podrá iniciar las investigaciones correspondientes en los procedimientos de licitaciones que realicen las Entidades Públicas, cuando sea necesario para proteger el interés del Estado.

Artículo 41. Los Licitantes o Inversionistas Proveedores que infrinjan las disposiciones de esta Ley, serán sancionados por el Órgano de Control, con multa de cien a veinte mil días de salario mínimo general vigente en el Estado Libre y Soberano de Coahuila en la fecha de la infracción.

El Órgano de Control, además de la sanción a que se refiere el párrafo anterior, inhabilitará temporalmente para participar en procedimientos de licitación pública o celebrar Contratos regulados por esta Ley, a las personas que se encuentren en alguno de los supuestos siguientes: 

I. a V.
…

…

Artículo 42. Para la imposición de las sanciones, el Órgano de Control tomará en consideración lo siguiente: 

I. a IV.
…

Artículo 43. En contra de las resoluciones que dicte el Órgano de Control, el interesado podrá interponer ante la misma, recurso de revisión dentro del término de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la notificación.

Artículo 44. …

I. a II. …..

III.- El Órgano de Control, dictará resolución dentro de los veinte días hábiles siguientes contados a partir de la admisión del recurso.

Artículo 45. El Órgano de Control aplicará las sanciones que procedan a los servidores públicos que infrinjan las disposiciones de la presente Ley, conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente (Coordinador), Dip. Luis Gurza Jaidar (Secretario), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de agosto de 2015.

POR LA COMISION DE DESARROLLO ECONÓMICO, 

COMPETITIVIDAD Y TURISMO.

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. LUIS GURZA JAIDAR

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Gracias Diputado. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer, se señala que el mismo será discutido y votado primero en lo general y luego en lo particular.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.

No habiendo intervenciones, procederemos a votar en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración. Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputado Secretario Sergio Garza Castillo,  sírvase tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario  Sergio Garza Castillo:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta  Georgina Cano Torralva:

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración. 

A continuación, esta Presidencia pide a las Diputadas y Diputados que deseen reservar algún artículo en lo particular lo indiquen mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones,  solicitándoles de igual forma a quienes hagan uso de la palabra, que al final de su intervención entreguen por escrito a esta Presidencia la propuesta de modificación correspondiente. 

No habiendo reserva de artículos en lo particular se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo para su promulgación, publicación y observancia. 

Agotados los puntos del Orden del Día y siendo las 13 horas con 39 minutos del día 19 de agosto del año 2015, se da por concluida esta Tercera Sesión del Segundo Período Extraordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.  Se cita a las Diputadas y Diputados para sesionar a las 11:00 horas del día viernes 21 de agosto de 2015. 

Muchas gracias. 

Diputados que integran la Diputación Permanente, dentro de 30 minutos iniciamos la sesión prevista para el día de hoy.

Muchas gracias. 

�Organización de las Naciones Unidas,  La regulación del delito de femicidio/feminicidio en América Latina y el Caribe, producción editorial de la Campaña del Secretario General de las Naciones Unidas ÚNETE para poner fin a la violencia contra las mujeres en América Latina y El Caribe.


� Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW); Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (1998-2010), http://www.unicef.org/panama/spanish/MujeresCo_web.pdf


� Tesis: I.5o.P.10 P (10a.) Homicidio y Feminicidio. Sus similitudes y diferencias, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Diciembre de 2012, P. 1336 


�  Cambridge University Press,  Secretaría de la Declaración de Ginebra, “Carga Global de la Violencia Armada 2015. Cada Cuerpo Cuenta”, (2015), http://www.genevadeclaration.org/measurability/global-burden-of-armed-violence/global-burden-of-armed-violence-2015.html


� Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, LXII Legislatura, Centro de Estudios para el adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género,  Estadísticas del feminicidio en México, www3.diputados.gob.mx/camara/content/download/.../EFM_VEREJ.pdf


�  Tesis: I.5o.P.8 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta , Décima Época, Diciembre de 2012, P.1333


� Tesis: 1a. CLXI/2015 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, P. 439


�   Donna, Edgardo Alberto, Precisiones sobre el principio de legalidad, Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas  de la UNAM, http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2564/7.pdf


� UNICEF, Hojas Informativas sobre la Protección de la Infancia, Matrimonio Infantil.


� El Matrimonio Infantil en México y sus Implicaciones en las Niñas y Adolescentes,  equidad.scjn.gob.mx


� Cifra proporcionada por la Dirección del Registro Civil del Estado.


� UNICEF, Hojas Informativas sobre la Protección de la Infancia, Matrimonio Infantil.


� Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, Artículo 2°. 





� Ibídem. Artículos 5 y 7. 





� Ibídem, Artículo 13. 





� Ibídem, Artículos 43, 44, 45 y 50. 





� http://www.jornada.unam.mx/2013/03/25/sociedad/041n1soc


� INEGI. Estadísticas de mortalidad 2010.


� OMS 10 datos sobre jóvenes y la seguridad vial. http://www.who.int/features/factfiles/youth_roadsafety/es/, junio de 2012.


� http://www.cronica.com.mx/notas/2012/683785.html


� http://www.milenio.com/cdb/doc/noticias2011/633948bb74f012bc2fc49c1538071668
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